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INTRODUCCION 

Es obligación de todo alumno de esta Escuela que aspim al título honroso de ahogado, proscnmr 

en el examen final un lrabajo que siempre se intitula .. Tesis ProtCsional" y sobre el que pueda 

versar In discusión c01TCSpondicntc. si los scñorcsjun1dps lo tienen a bien. 

Es regla general que se escojan temas de camcter especulativo con el objeto de mostr.ir 

erudición o como medio de defensa del sustenumte en amplia discusión. 

El tr•bajoque me honro en presentara ustedes es resultado de una investigación teórica que 

se propone definir la función que tiene el Ministerio Público ante el Derecho Penal. 

El Estado, conciente de su responsabilidad y su función, creó la institución del Ministerio 

Público como órgano al cual conliar sus facultades y representación en el procedimiento penal 

por lo que. en mi concepto, la función más importante del Ministerio Público en la actualidad 

la encontramos en materia penal. Su intervención en los juicios penales se justifica, según mi 

criterio, en nuestra Constitución Política, que nos señala en la primero parte del articulo 21. en 

su parte relativa dice: 

Ui persecución de los delitos incumbe al Mini.<ten·o Público y a Ja policía judicial ..• 

atribuyendo In imposición de las penas t•.tcfusil'(;n1ente al poder judicial. Pero /<1 ley 

lia quericln al mismo tiempo no abandonar a .'os delincuentes a un arbitn"o a la 

venalidad, a la mala fe o al abuso ele la.< autoridades; par el conrrario, ha querido 

colocarlos bajo el amparo ele la ley misma. y j11s1ifica su sentimiento a través del 

Ministerio Público, en quien el ejecutivo 1/elega .m 1·epresentnción para obtener el 

exacto cumplimiento de la ley, al mismo tiempo que como representante de lasociedttd 

ejercite su llcción en In persec11sión de los delitos. 
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Nucstr.i Cunstituci6n ha dado intc1vcnci6n al ejecutivo en el esclarecimil.'.!nto de los dl!litos y 

en el cum¡11imicntt1 de las penas que imponi.:cl Poder Judicial, por ser a quien corresponde velar 

y exigir el cumplimicnlo exaclo de las leyes. Como ambas cosas son de derecho Público se ha 

dado esa accilín ul Ministc1io Público con la rcprcscntaci6n de la sociedad, pero como la 

sociedad no sólo se interesa en que se castigue a los culpables, sino tamhi~n que se absuelva 

a los imx.'l:ntcs rcintcgrJndolos al seno de la misma como seres útiles a la comunidad, ha 

otorgadl1 justi licadamcntc al Ministerio Púhlicocl derecho que, también csobligaci6n, de pedir 

no sólo el casligo de los delincucnics. sino la absolución de los acusados cuando se prueba su 

inocencia, o cuando las prucba.'i y constancias procesales no sean lo bastante clara y Cficaccs 

par.t considerarlo rc.c;ponsahlc del delito que se le imputa. 

El tmhajo C.'ilá vinculado a Ja época y lugar que estamos viviendo. no sin antes tocar aspectos 

hislóricos y anlccedenlCS sobruel Minislerio Público. 

En mi tesis se cncontrnr.111 crro1~s y omisiones. pero, para mí. a este trabajo le encuentro 

el mérito de ser el rcsulmdo de mi personal csfucrro; para él pido a usledcs de sus superiores 

conocimientos. su aprohacit'in. con la que obtendré marcado servicio pam llegar hasta mi 

examen prnfosional. que me lanzará con mayor entusiasmo a la lucha y al estudio en el 

camino de la vida. 



CAPITULO PRIMERO 
CONCEPI'OSGENERALES 

l. DERECHO 

El scrhumanoescapazde proponerse fines yde realizarlos; su vida se desenvuelve entre deseos, 

ilusiones, codicias, metas, ele., manifestaciones de su ego todas ellas. Estas manifestaciones de 

unos y otros miembros de las sociedades humanas pueden coexistir, en muchos casos. sin 

mayores dificultades, pero en ocasiones tropie1.an con la oposición decidida de una voluntad 

exlrafia que tiene la misma prelensión; se encuentran dos voluntades que persiguen el mismo 

objeto: Ha surgido, pues, un conflicto, un problema que demanda solución. 

Apareció entonces, como necesaria, la creación de una fuerza superior a la de los 

miembros del grupo individualmente considerados: La Autoridad, que tomó a su cargo 

la solución de los conflictos interhumanos, sustituyendo a la voluntad y a la actuación 

de los paniculares; pero fue necesario también establecer las bases, las reglas, los 

moldes a que deberla ajustarse tanto el comportamiento de los individuos como la 

intervención de la autoridad. Dichas bases, reglas o moldes son la materia de que está 

compuesto el derecho. 

Sin el Imperio del derecho, haciendo cada cual lo que le viniese en gana, sólo se llegarla a 

la destrucción de la sociedad, el caos. 

Los coautores Agustín Bravo González y Beatriz Bravo Valdéz nos dan en su obra la 

definición etimológica de derecho por Celso: 

El derecho, Ius, viene del /atfn directum y este misnw origen tie11e en muchos de los 

idiomas actuales como el Italiano, Francés, Alemán, Inglés, directum es un derivarlo de 

rectwn,aJjetimverbalde rege>-is-cre,rexi,rectwn que significa regir; directwn es también 

el adjetivo verbal de dirige>-is-cre, direxi, directum, que significa dirigir en línea recta; 
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ius, derecho, deri\lll tlel verbo iuhco-cs-cre, iussi, iussum, que significa mandar, orde· 

nar, cuya ra{z viene del sánscrito ju, ligar. El origen etinw/Dgico de la palabra dereclw 

nos hace descubrir los conceptos de acci6n recta y de mandato o precepto. 1 

Hans Kclscn por su paro: nos comenta lo siguiente: 

El derecho es un orden de la conducta humono. Un "orden" es un conjunto de normas. 

El derecho no es, como a veces se dice, una nnrma. 

Es un conjunto de nonnas. Que dtnen el tipo de unidod que nos referimos auuuJo 

hablamos de un sisttma. 

El acitrto de que éste es un orden de la conducta humana no significa qtU se ,..Pra 

txrlusivamtntta lacondJ,ctade los individuos, oque s6/o laconductahumana oonstituye 

ti contenido de lm nannas jurúücas. 1 

Eldcrechoscnosprescntacomounsistemadenonnasdeconductadecaráctcrobligalorio,impucsto 

por la autoridad, la cual asegura su eficacia amenazando con sanciones a los infractores y, en 

ocasiones, íor7.ando asu cwnplimicnto hasta vencer la resislCllCia del rebelde. 

Eld<.'n:Chocsunmcdio, unmcdiosocialcspccffico, nounfin:Tantoeldercchocomolamoral 

y la religión pmhibenclascsinalo. Pcroclden:cho lo haceestablcciendoquesi un hombre comete 

el delito de homicidiocnlonccs oiro hombre, designado por el oidenjurldico, deberá aplicaren 

conlra del homicida una cierta medida de coacción prescrita por el mismo orden. 

El den:cho procura sólo una paz relativa no absoluta, ya que priva al individuo del derecho 

de cmpll!M la fuerza, pero reserva a la comunidad tal den:cho; la paz del den:cho no es una 

( 1) AglL\tín llra\.u Gow..ilcz y Dcatriz Bravo VálJcz. l tr. Curso~ Derecho Romano.Editorial Pax.Méxlco, 
1978. r. 20. 

(2) l lam Kcl...:n. 1'eoria gtnuol del dutchn y ti estado. 4ta. Reimpresión. Editorial Universidad Nacional 
Aulonómadc M~xico, M~xico, t9R8, p. 3. 
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condición de absoluta ausencia de fuerza, un estado de anarquía, sino una condición de 

monopolio de la fuet7.a, un monopolio de ésta en favor de la comunidad. 

11. DERECHO PENAL 

Nada interesa m:isa una nación que el tener buenas leyes criminales, porque de ellas de pende 

su libertad civil y en gran parte la buena constitución y seguridad del Estado. Pero acaso no hay 

una empresa tan difícil como llevar a su entera perfección el derecho penal. 

Las pasiones siempre vivas de los hombres y la malicia infinitamente variable, que encierra 

en su.• profundos y tortuosos senos el corazón humano, producen naturalmente la perfidia, el 

dolo, las disensiones, la injusticia, la violencia, la opresión y todos lo demás vicios y delitos, que 

al paso pcnurban el sosiego y seguridad de los paniculares tienen en una continua agitación y 

peligro a la humanidad. 

Conll.!ncr o prevenir estos malos efectos: sujetar las voluntades de los hombres sin 

p•>rjudicar su justa libertad: encadenar la fuerza y la violencia con lazos suaves, pero 

fuertes; conciliar el interés común de ta sociedad con los derechos particulares de los 

ciudadanos: combinarlos de suerte que no se destruyan mutuamente con su oposición: 

dirigir y manejar con destreza las pasiones de los hombres, haciéndolas•ervir también, 

si fuere necesario, al bien prtblico, son los verdaderos objetos y el noble fin de todo 

derecho penal. 

El criminalista español Eugenio Cuello Calón lo define como el "Conjunto de nonnas que 

dctcnninan los delitos, las penas que el estado impone a los delincuentes y las medidas de 

seguridad que el mismo establece para la prevención de la criminalidad". ' 

La noción c.lcdcrcchopenalque acabarnos de exponercomoconjuntodenormasestablccidas 

por el estado que determinan los delitos, las penas y las medidas de seguridad, se refiere a la 

sustancia de estc derecho, pues delito, pena y medida de seguridad, son los elementos 

su.<tanciales de la disciplina penal. 

())Eugenio Cuello Galón. Dtrtcho p<!MI. T. l. llllilorial Boscb, Jera. cd., Ban:elooa, 1971, p. 8. 
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Mczgcr Jo define como el conjunto de nonnas que regulan el ejercicio del poder punitivo del 

estado, conectando el delito, como presupuesto, con la pena como su consecuencia jurídica. 

El célebre penalista Raúl Carranca y Trujillo nos expone de una manera clara y concisa al 

respecto lo siguiente: 

El dereclw Penal objetivamente considerado es el conjunto de leyes mediante /ascua/es 

el estado c/ejine /osdeli1os, cletennina /as penas imponibles a los delinc11e11tesy regula 

la aplicación concreta de las mlrmas a los casos de Íllcriminación. Es una disciplina 

jurfc/ica y social, por mirar a las violaciones de la ley, a la defensa ele la sociedad 

mediante la pena y la.r mee/idas de seguridad, ya /asignijicaciónyvaloración socÍa/ y 

jurfdica de la conducta humana. " 

El derecho penal se ocupaentonecs de tres conceptos fundamentales: los delitos, las penas y las 

medidas de seguridad. 

El autor ames citado nos proporciona un concepto muy preciso sobre el derecho penal, y en 

esencia coincide con los demás autores antcriomlcntc citados. 

De acuerdo con lo antcriorel derecho JX!nal tiene porlinel mantenimiento yrcintcgr.ición por 

orden jurídico y la protceción social conu-a el delito. 

lll. CIENCIA DEL DERECHO PENAL 

El Derecho Penal procede mediante el análisis de catcgorfasjurfdicas concrelaS, de pura 

técnica en relación con los conceptos de delito, delincuente y pena. Según la legislación, 

la ciencia c.J.cl Derecho Penal procede sistematizando dichos conceptos para lograr una 

noción universal y ahstracta del delito y mediante el método científico, o sea el jurídico, 

abarca el c.J.clilo como fenómeno humano, social y jurídico, al delincuente como un ser 

corpt'írco y no un ente conceptual, a la pena como una consecuencia polCtica y social del 

delito, aplicada fiegún los fines qui.: con ella se persiguen. 

(4) Raúl Carranca y TrujiUu. Verec/Jo penal me.ticano. r:.Ji1orial Pomia. México, 1980, p. 17. 
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Alimena, quien es citado por Carranca y Trujillo. nos comenta con respecto a la ciencia dd 

Derecho Penal lo siguiente: "La Ciencia del Derecho Penal es la ciencia que estudia el delito 

fenómeno jurídico y al delincuente como sujeto activo y, por lo tanto, las relacionesquederívan 

del delito como violación del orden jurídico y de la pena como reintegración de ese orden".' 

Liszt la define como la generalización ideal del delito y de las prescripciones particulares de 

la ley elevándose hasta las concepciones particulares de )a legislación y penetrando hasta sus 

últimos principios para fonnar un sistema cerrado. 

Este autor descubre en esta ciencia dos aUibutos: es práctica, porque trabaja continuamente 

para satisfacerlas n=idadcs de la administración de justicia creando siempre nuevos frutos; 

y es sistemática, porque sólo as( garantiza aquel dominio seguro y diligente sobre todas las 

particularidades, sin el cual la aplicación del derecho no pasaría de serun eterno diletantismo. 

La ciencia penal es dividida por los positivistas en Derecho Penal , Polftica Criminal y 

Criminologfa. El Derecho Penal es ciencia esencialmente jurfdica cuyo objeto es la 

responsabilidad de los que violan las normas, sancionada por la ley penal. La Política 

Criminal es el contenido sistematizado de principios garantizados por la investigación 

científica de las causas del delito y la eficacia de la pena, según los cuales el estado 

dirige la lucha contra el crimen por medio de la pena y sus medidas afines, según Liszt. 

La Criminología estudia la constitución orgánica y psfquica del hombre criminal, su 

relación con el medio físico y social, investiga el crimen como fenómeno que se 

produce en la vida del individuo, que tiene su origen en la sociedad e indaga qué 

elementos de ésta contribuyen a su nacimiento y desarrollo. 

Quiere decirse que, en tanto que el Derecho Penal proce<le mediante el análisis de categorías 

juódicasconcretas, de pura técnica en relación con los conceptos de delito, delincuencia y pena, 

según la legislación, la ciencia del Derecho Penal procede sistematizando dichos conceptos para 

lograr una noción universal y abstracta del delito. 

(5) Ra~I Cruram:a y Trujillo, op. cit., p. 17. 
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IV. EVOLUCION DEL DERECHO PENAL 

Encl pn!scntc incisocxaminarcmos de una manera general la evolución ycl desarrollo histórico 

del derecho penal. 

Para conocer el principio verdadero de las primeras ideas penales no nos sirve la dialéctica 

jurfdica, por lo que tenemos que valemos de la hislOria; por eJla conocemos las primeras 

sociedades humanas, los primeros pueblos. 

En la historia el derecho penal hasidoen todas lasépocasun reflejo, más o menos fiel, del grado 

de adelanto intelectual y moral de los pueblos. 

Al sisicma penal le sucede lo que a cualquier otro sistema de ideas. El hombre no podrfa 

concebirle en toda su latitud y pureza antes de que el espíritu humano haya pasado por el crisol 

de la civili1aci6n. 

En la infancia de los pueblos, cuando los individualismos eran aislados y distantes entre sf 

y las ideas generales de orden demasiado obscuras y endebles, la justicia en general no podía 

ser comprendida. m:!ximc cuando todavía no la ha sido de hecho. 

En la cuna de la civilización los hombres tienen un conocimiento instintivo de la 

justicia penal. Sienten que el mal merece el mal. En la infancia de las s.ocicdades es 

cuando el derecho de castigar se confunde casi con el derecho de defensa personal. que 

es esencialmente individual, transitorio y bestial en su acción. La venganza se mezcla 

tamhién con la penalidad en estas épocas de la sociedad, sin que el hombre se aturda 

o escandalice. Poco a poco la función social logra hacer algunos progresos y las ideas 

de orden púhlico crnpiczan a apodcrarsc de los ánimos, entonces es cuando se 

aprovecha de esto la justicia penal, empezando a despojarse de la mezcla de sentimientos 

personales. violentos y vcngativos que eran resultado de un individualismo excesivo. 

Todavía no es la idea del castigo, de la penalidad propiamente dicha~ la que domina, 

pero estas idcai; se incrementan cuando una necesidad mayor de sosiego hace reconocer al fin 

la insutidl!ncia de la ra1.ón individual para mantener el orden social. Entonces es cuando la 

penalidad propiamcntc dkha comicn1.a a ser el principio regulador de la justicia criminal. 
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El desarrollo de la ciencia del derecho penal secarac1eri1.a por el predominio de delCrminado 

principiocn la aplicación de las penas. Así vemos que al principio rigiócl de la vcngan1.aprivada; 

luego el de la vcngan1.a divina y pública, y de la intimidación; el tercero, fue el humanitario, 

y el cuarto, el moderno o pcniicnciario, y yo agregaría un quinto, e lconicmporáneo o científico. 

La distinción en periodos no quiere decir que cada uno sea totalmente distinto de los otros, pues 

lo probable es que todos hayan sufrido influencias mutuas, máxime los primeros. 

LA VENGANZA PRIVADA 

Carranca y Trujillo nos ilustra acerca de "-•ta etapa histórica: "Como todo ser vivo, el hombre 

acciona por el impulso de tres fuer7.a5-instintos: de conservación, de reproducción y de defensa. 

Los tres no hacen más que afirmar su existir como especie. Por ello la defensa se descompone, 

a la vez, en ofensaº. 6 

Pero esta venganza, ya ""1 individual, la practicada de individuo a individuo, o la realizada 

por un grupo familiar contra otro, no puede considerarse como una fonn a de reacción 

propiamente penal, pues es puramente personal y la sociedad permanece extraña e indiferente 

a ella. 

En la pugna triunfa el fuerte sobre el débil, éslC es totalmente aniquilado porque en el mundo 

de la defensa-ofensa el juego de las fuerzas naturales es netamente libro. 

Más tarde la convivencia social y los vínculos de sangre entn: hombres, familias y tribus 

transportan la reacción de lo individual a lo social del grupo familiar ·o social, la eleva y la 

generaliza, al tiempo que depura la pugna. 

La venganza dió origen a grandes males, a sangrientas guerras privadas que produjeron 

el exterminio de numerosas familias. Como los vengadores no reconocían limitación 

alguna y causaban al ofensor o a su familia todo el mal posible, para evitar las pcrnicios.15 

consecuencias de una reacción ilimitada, atenuase ésta por medio del talión: 

(6) Radl Carranca y Trujlllo, op. cit., p. 93. 
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Si se examina con cuidado la naturaleza de esta pena, .se hallará su origen en el vehemente 

deseo de la venganza, que con tanta violencia arrastra ele oraron del hombre. Recibe uno algún 

daño en su ¡>!rsona, inmediatamente aborrece al que se lo hi7AJ, y no pudiendo sufrir, al verse en 

un estado más infoliz qucl.51, cncir.'!ndesc con el amor propio el deseo de la venganza, y no cree 

poder hallar mayor satisfacción que la de hacer sufrir a su enemigo otro tanto como la que a él 

le cau.•ó. El dolor del enemigo sirve de remedio al dolor del ofendido. 

Con el transcurso del tiempo apareció otra limitación de la vcnganz.a, lacomposicióno rescate 

del derecho de vengan'.a a travo!s del pago hecho por el ofensor en animales, armas o dinero. 

Dicha limitación humaniro igualmente, y dentro de un progreso todavía mayor, las proyecciones 

de vcngani'.a privada. En la composición se distinguen dos momentos: ocurrido el delito, 

ofendido y ofensor, voluntariamente y en cada caso, tranzan mediante pago hecho por el 

segundo. Dcspuo!s de generali7.ada esta solución, es e 1 grupo el que exige la composición entre 

ofendido y oícnsor •. ajcnamcntc a la voluntad de éstos. En el primer momento subsiste la 

venganza privada, pero el grupo castiga cuando el ofendido lo reclama; en el segundo, ante la 

elicac!a del sistema es el grupo mismo el que impone la solución pacífica. 

En el derecho protohistórico de los pueblos encontramos ya la venganm privada en sus dos 

formas reseñadas, además del caracter sacerdotal o teocrático de la punición. 

La codificación de Amurabf perteneció sin duda a una civilización muy avan7.ada, como lo 

prueban sus graduaciones y aplicaciones ético~psicológicas, su distinción entre derecho 

patrimonial y público, sus garantía.• procesales, su regulación de la imputabilidad, su variedad 

y compkjidad penales. 

LA VENGANZA DIVINA 

Durante CSIC periodo la n:presión penal tiene por !in el aplacamiento de la divinidad ofendida 

por el delito. La justicia criminal se ejercita en nombre de Dios y los jueces juzgan en su nombre. 

La.• pena• se imponen para que el delincucn!C expíe su delito y la divinidad deponga su cólera, 

vuelva a ser pmpida y dis~nsc di! nuevo su protección. 
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LA VENGANZA PUBLICA 

Este es el ciclo en que aparecen las leyes más severas y los crímenes más graves, si no hasta 

hechos hoy indiferentes como los dclilos de magia y hechicería, que se juzgaban por los 

uibunales especiales con el rigor más inhumano. 

Junto a la vcngan1.a privada tuvo la pública manifesiaciones represoras de aquellos hechos 

que, como la traición, la deserción, etc., lesionaban intcrescs fundamentales de la uibu. 

Al organizarse el Estado el nuevo sistema representó un indudable progreso, pues el Esiado 

traspasó a los jueces el manejo imparcial delas penas arrancándolo asf a los ofendidos y limitando 

el derecho de éstos a la venganza. El sistema probatorio fue organizándose y la pena misma se 

fue objetivando e independizando del sujeto que la señalaba y aun del que la ejccuiaba. 

No obstante lo anterior, comü todo procedía del rey, símbolo vivo de las oligarquías 

dominantes, Ja justicia no era otra cosa que las acciones contra.-) as acciones que les dañaran. 

La crueldad delas penas cmporalcs sólo buscaba un fin: intimidara las clases inferiores. Por 

ello las penas eran desiguales según las clases. La intimidación aspira a mantener intactos los 

privilegios reales u oligárquicos. 

PERIODO HUMANITARIO 

A fines del siglo XVIII una finalidad humanilaria dominó el mundo de la intcligencia: la 

revolución filosófica. 

En plano filosófico surgió el llamado Iluminismo con Hobhcs, Spinoza y Loclcc, Grocio, 

Bacon, Pufcndorf y Wolff, Rousscau, Didero~ D' Alambe~ Montesquieu y Voltaire. 

Un acontccimienlo de honda trascendencia vino a favorecer este movimiento acentuando 

sobre todo su caractcr individualisla, la Revolución Francesa. 

PERIODOCIENTIFICO 

El delito es una manifestación de la personalidad del delincuente y hay que readaptar a éste 

conigiendo sus inclinaciones viciosas. 
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Merced a ellas ha comenzado a estudiarse la etiología de la delincuencia. a estimar en su 

producción el influjo de un considerable número de causas o factores. por lo que el delito ha 

dejado de considerarse como una pura entidad jur!dica inscrita en el código para apreciarlo 

también como un fenómeno social y una manifestación de la personalidad del delincuente. Así 

se ba despla7.ado por completo el criterio de la represión, basada antes estrictamente en la 

apreciación del hecho punible. Hoy, además del delito, se toman en cuenta las condiciones 

personales del ruo. 

Sería un trabajo impertinente y fuera de razón elaborar aquí un análisis de las legislaciones 

penales vigentes en tas diversas naciones. Por ello me limitare a algunas obscrvOCioncs 

principales; citan! pocos hechos, aplicándome tan sólo al derecho penal. 

Las fuentes directas del derecho penal contemporáneo radican en el Derecho Hebreo 

(Leyo Mosaicas); el Derecho Romano (corpus juros civili ); el Derecho Canónico (Corpus 

juris ca11onoci ); el Dcrucho Feudal (Capitulares de Cario Magno, establecimiento de san Luis 

en Francia, Código Carolina de Alemania, Fuero Juzgo, Fuero real, los partidos y las 

recopilaciones españolas y el Código Napoleón y el de Bavicra). Como fuentes indirectas 

cuenta con la jurisprudencia de los tribunales y las obras de Montcsquicu, Mcrlon, Rossí, 

Ortolan Chcveu, Adolphe y Fauston Helic en Francia; Becaria, Filiangicri, Carmignani, 

Romagnosi y Carraca en Italia. Fuerbach y Mitennaicr en Alemania; Bcntham en Inglaterra; 

Hans en Bélgica; Pacheco, Jiménez de Asslla, cte., en España. 

Desde 1974, fecha de la aparición del trascendental libro de Becaria De los delitosy lospenns, 

hasta 1795, en que culmina la Revolución Francesa, hay dos movimientos de refonna en el 

derecho penal. En la primera se realiza la caducidad de las instituciones penales y procesales 

bárbaras y crueles del antiguo régimen, contra el que se había pronunciado CcsarBonczanacn 

las p:lgina.< que constituyen la parte critica de su gran libro, q uces la m:ls aparente de las dos que 

la integran, aunque t.ambi~n la parteconstruetiva palpite continuamente en todo el discurso de 

la obra. El tonnento se extingue; se acaba la marca, la pena de muertc entra en decadencia y la 

moderación de la.< penas se acentúa. Poco m:ls de 20 años después de la edición del libro, la 
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primera refonna está contenida en el edicto del 30 de noviembre de 1786 de Pedro Lcopoldo 

de Toscana, es su expresión más característica. 

Sin embargo, esta primera refonna no va más allá. La humanidad se encontraha en los días 

del absolutismo ilustrado. Los reyes Luis XV de Francia, José III de Alemania. María Teresa de 

Austria, Catalina II de Rusia, Pedro Lcopoldo de ToscanayCarlos III de Espailascscntían padres 

desussúbditos y soberanos por derecho divino. La Revolu~ión Francesa realiza la media docena 

de lfucas que bajo el título de "Conclusión" pone punto final al libro que tuvo enorme 

repercusión: " ... que para que una pena no pueda estimrusc como acto de despotismo del poder 

público en contra de los ciudadanos, debe ser pública, pronta y necesaria la menor de las penas 

posibles en cada caso, proporcionada al delito y prcordenada por la ley". Ha de ser pública para 

que no se parezca a las órdenes rcalessccretas, lasodiosas /ettresde cachet que abrían las puenas 

delaBastillaparaunenemigoylasccrrabantrasdeélsinedie.Hadescrprontaparaquesuefccto 

sea seguro, relaciomlndola con un delito no olvidado. Proporcional al delito para que no se 

desnaturalice, degenerando ella misma en un crimen. Por último, preordenada por la ley, para 

garantía del ciudadano contra cualquier abuso del poder. 

Esta última nota es principio fundamental de la penalidad para lo sucesivo, forma parte de 

la Declaración de los Derechos del Hombre de 1789, y el precepto es repetido posterionnente 

por todas las constituciones políticas. Anselmo Von Fcverbach da al perL•amiento del Marqués 

la expresión latina que le asemeja a un principio de la romana sabiduóa: Nullum crimen, nulla 

poena sine /eje. 

Casi todo el siglo XIX está ocupado por el derecho liberal humanitario o clásico. Anselmo 

Van Feverbach -<:reador del concepto de "estado peligroso" anterior y posterior al delito y 

que prosperó en el derecho penal positivista- y Francisco Cenara-que en su programa del 

Corso de Diritto Crimina/e se revela como un maestro extraordinario en la monografía 

particular de cada uno de los delitos-podrían serlos dos mejores representantes del Derecho 

Penal Clásico. 



14 

En la centuria actual cohró auge el derecho penal positivista. El positivismo es un 

m~todo -conjunto de reglas que el espíritu se impone para dirigirse en la búsqueda de la 

verdad, fundado exclusivamente en la ohservación y el experimento. Escribe Sortaris que 

para el positivismo. con Augusto Comtc a la cabci.a. sólo "'el conocimiento verificable en la 

experiencia" tiene validez científica. No hay más experiencia que la sensible. el orden 

fcnom~nico. los hechos o acontecimientos que caen bajo el dominio de los sentidos. La 

ciencia se ocupa únicamente de hechos y lcyc.< (hechos generalizados) busca siempre 

verdades de orden experimental, y dt.:bc ahstcncrse de investigar las causas primeras y la 

esencia de las cosas, ya que no conoce sino cl encadenamiento de los fenómenos. Lo que está 

más allá de los datos que suministra la percepción sensible no es sino concepción subjetiva 

del espíritu. objeto de sentimiento o de fo personal. pero no de ciencia. 7 

El derecho penal del posilivismo nació bajo el signo de criminal nalo lombrosiano, la terrible 

mascarilla ohtcnida mediante el sistema de las fotografías compuestas o galtonianas que por 

aqul!llos añoscin:utaron en todas las revistas yen todos lo libros, y hasta en todos los periódicos 

del mundo. 

(7) Cit:ir.Jo pur Rafael Prccimlu llcmám.lcz en Ltccione.t de filo.wjia del derecho, Ed. Jus, México, 
19~~. r. t~. 



CAPITULO SEGUNDO 
ELMINISTERIOPUBLICO 

ANl'EELDERECHOPENAL 

I. EVOLUCION HISTORICA 

La institución del Minislcrio Público ha sido una conquista del derecho moderno. Al 

consagrarse el principio del monopolio de la acción penal por el estado, se inicia el 

periodo de acusación estatal, en que uno o varios órganos son los encargados de 

promoverla. Objeto de severas críticas y encontradas opiniones, el Ministerio Público 

ha sido duramente combatido y se la ha llamado "el ente más monstruoso y contradic­

torio, inmoral e inconstitucional que se mueve como autómata a voluntad del poder 

cjr.cutivo", o "un invento de la monarquía francesa destinado únicamente a tener de la 

mano a la Magistratura". Sus partidarios y detractores se encuentran por millares, pero 

su adopción se ha consagrado en la mayor parte de los pueblos cultos, considerándose 

como una magistratura independiente que satisfaga la misión de velar por el estricto 

cumplimiento de la ley, que es deposilaria de los más sagrados intereses de la sociedad. 

NIVEL INI'ERNACIONAL 

a) Pueblo Bárbaro 

En esta época era netamente la venganza privada lo que imperaba, la ley del más fuerte. Sin 

embargo, al irevolucionandoeste pueblo se va implantando la llamada compensación o multa 

que pagaba el delincuente a su víctima. 

En el tiempo de Cario Magno, no obstanlC, éslC dio instrucciones a los jueces para que 

tuvieran la facultad de perseguir los delitos en los lugares en que se descubrieran y el de castigar 

además a los delincuentes, así como cobrar al nombn: del fisco la parte que le correspondía 

como compensación por los gastos de administración de justicia. 
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b)Grccia 

Si con!Cmplamos un mapa del Medi1erráneo descubriremos que este mar baila tres penínsulas, 

las tre.•orientadasde norlC a sur. En realidad laquecstásituada más al es lees una península doble, 

cuya parle inferior, llamada en la antigüedad Peloponcso, tiene la forma de una hoja de higuera 

y se halla unida a la porción norte por el isuno de Corinto. U na serie de estribaciones montañosas 

separan el resto de Europa del Peloponeso y de la faja de tierra situada al otro lado del isuno. 

Esta tierra es Grecia, que se abre al cslC sobre un mar encantador, poblado de islas, con 

hermosos puertos y navegación fácil. Este mar es el que conocemos con el nombre de Egco. 

La Grecia antigua, de heroicas epopeyas y de innumerables leyendas históricas, pa.•ó por las 

diversas etapas de su evolución social, desde la tribal hasta la confederativa, para linalmenlC 

desembocaren la ciudad-Estado, formaquescráel rasgo caraclCr!sticode la cultura greco-latina. 

La sociedad se caracteriza por la preeminencia de un grupo tcrritorialcspccCfico dominante: 

en ocasiones será Esparta y en otras Atenas quien ostente el poder. La ciudad. que simboli1.a 

el principio de localidad y vecindad, ejerce el poder sobre los grupos de parentesco ya sean 

curia.• o fatrias. Entre los grupos la sociedad tiende a diferenciar el derecho de la moral así 

como del conocimiento fi1osótico, científico y polflico. La democratización de la estructura 

social marcha a la par que las conquistas de la razón humana. Pese a tal preeminencia de la 

ciudad·Estadocl in di vi du alisma encuentra sus raíces, debido a la participación del individuo 

en los órganos político-democráticos y en los procedimientos judiciales, en el arte, la filosofía 

y las ciencias. 

El Estado griego dcscuhru que sólo median1e una fuerza pública vigorosa es posible su 

subsistencia, para lo cual crea fuerzas a manera de policía que han velar el respeto a la ley 

y el buen orden di! la ciudad. En lénninos generales siguió predominando la composición, 

si bil!n más reglamentado el procedimiento, por la ley de los tribunales, ya que como nos dice 

el maestro José Franco Villa: 

( ... J se Ira trt11tulo tle encontrar el origen del Ministerio Público en antiqufsinws 



17 

funcionarios que se señalan como antecelkntes de otros que existieron en la Italia 

medieval, y de quienes finalmente se pretendeammcara/ Minlsten·o Ptlblico francés, al 

que se le otorga lapatemidad de la moderna insriwción. Se afirma que existió en 

Grecia, donde una ciudad llevaba la voz de la acusación ante el Tribunal de los 

Heliastas. En el derecho Arico era el ofendido por el delito quien ejercitaba la 

acción penal ante los tribunales. No se admilfa la intervención de terceros en las 

funciones o facultades de acusación y de defensa. Reg(a el principio de la 

acusación privada, la acusación popular. Al abandonarse la idea de que fuese 

el ofendido por delito el encargado de acusar y al ponerse en manos de un 

ciudadano independiente el ejercicio de la acción, se introdujo una reforma 

sustancial en e/procedimiento, haciendo que un tercero, despojado de las ideas 

de venganza y ele pasión que insensiblemente lleva al ofendido al proceso, 

persiguiese al responsable y procurase Sil castigo o el reconocimiento de Sil 

inocencia, como un noble trib11to de justicia socia/". 1 

De la anlerior transcripción de que en el derecho griego nace primeramente la investigación de 

losdelitosen fonna privada, ya que el ofendido podía recurrir al trihunal de los Hcliastas, quienes 

eran los encargados de hacer justicia. Posteriormente nace una figura independiente, un tercero 

que ejcn:c la persecución del responsable y procura el castigo al mismo. 

Franco Villa nos ilustra el estatus que tenla la acusación privada, después la acusación popular 

del ofendido y luego la de los terceros en el derecho griego: 

La acusación se fundó en fa idea de la venganza, que fue originalmente el 

primitivo medio de castigar. El ofendido por el delito cumplía a su modo con 

la noci6n de la justicia, haciéndose/a por su propia mano. La acusación 

(1) José Franco Villa. El ministerio públicofederal. Edilnrial l'omla, México. 1985. p. 150. 
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pop11lf/r significó un positivo adelanto en losjuicias criminales. 

Su 1mtecedente histórico se pretende encontrar en los Tenwstei que te11fan en el 

Derecho griego la misión de denunciarlos delitos ante el senado o ante una asamblea 

del pueblo q~1e de.rignara a un representante que llevara la voz de In acusación. 2 

Colín S~nchez nos dice: 

El origen del procedimientn penal se remanta a las viejas costumbres y formas 

obsen·adas por los menienses en el Derecho griega, en donde el rey, el Consejo y Ja 

asambleaJefpueblo,enciert:oscasos,llevabanacabojuidosoralesdecarácserpúblico 

pura sancionar a quienes ejecutaban actos atentatorios en contra de ciertos usos y 

costumbres. Para esos fines, el ofendidoocualquíer ciudadano pre,fenJaba o sostenla 

la acusación ante el Arconte, el cual, si nos e trotaba de delitos privados y según el caso. 

con\'Dcabu t1I Tribunal del Aerópago, al de los Eplietas y al de Tos Meliastas. ' 

Hay quienes sostienen que es en esta cultura donde se encuentran los antecedentes más 

remotos del Ministerio Público. Tal aseveración la fundamentan en las instituciones 

del derecho griego, especialmcnlc en el Arconte, en donde un magistrado intervenfa 

en Jos juicios cn rcprcscntaci6n del ofendido y sus familiares, ya fuera por incapacidad 

o por negligencia de éstos. Sin embargo, tales atribuciones del Arconte son dudosas 

y se ha insistido en que para los atenienses la persecución de los delitos era facultad 

otorgada a las víctimas y a sus familiares. Los datos que existen a} respecto no son 

sufich!ntcs para obtener una conclusión final. 

(2) Ju~ Fraru:n ViJl;i. op. c:ít. 
()) (iuillcnnu Culín So1n,:hcz. IJl'Ttd10mt•.licano1/e procedimienios legales. E<lltori.il Pomla. Mé~ko, 

1•179. p. 17. 
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c) Roma 

Roma fue sin lugar a dudas el imperio que más coadyuvó a la creación y el desarrollo del 

derecho. Lo que para los griegos fue la filosofía para los romanos fue el derecho. El genio 

pragmdtico de los romanos concibió casi todas las figuras jurídicas que hoy nos rigen, sohre 

todo en materia de derecho civil. 

En la Roma imperial los magisirados, ayudados por oficiales de policía llamados curioso, 

slfltionari e irenarcas. perseguían los delitos y los crímenes que llegaban a su conocimiento. 

no obslanle que el emperador y el senado designaban en casos graves un acusador. 

En la Italia de ta Edad Media cxislfa una institución en la que funcionarios inferiores a los 

jueces denunciaban ante éstos los delitos que llegaban asu conocimiento, pero en realidad sólo 

1enfanelcarác1erdcdenuncian1CSoficiales y eran designados con los nombresdesadici, cónsules 

locunun et villanun y lanlbit!n con el de ministralcs. 

En :Venecia, a fines de la Edad Media, fue cuando las funciones de esos oficiales tuvieron un 

carácter más preciso, denominándoselcs "procuradores de la Comuna". 

En el aspee lo de la averiguación previa, y particularmenlC en lo que res pee la a la función del 

investigador de los delitos, según Franco Villa: "( ... )en Roma todociudadanocstaba facultado 

para promoverlo (la investigación del delilo)". Manduca hace notar que: 

( .•. )cuando Roma se hiza ciudad de infames delatadnres, q11e, causando la ruina de 

fntegrosciudadanos,adquiríanhonoresyriquezas,·cuandoelromanoseadormecióen 

WJa indolencia egoísta y cesó de consagrarse a las acusaciones públicas la sociedad 

tuvo necesidad de 1m medio para defenderse, yaqu( es dnnde nace el procedimiento de 

oficio que comprende el primer germen del Ministerio Público en la antigua Roma. 

cuando C:atón y Cicerón tuvieron a su cargo el ejercicio de la acción penal en 

representación de los ciudadanos. Más tarde se designaron Magistrados, a quienes se 

encomendó la tarea de perseguir a los criminales, co11w/oscuriosi.stalionarioirenarcas, 

que propiamentedesempeñabanservicios policiacos, yenparticularlDspraefcctus u!bis 
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rn la dtuúul: los pmcidl!s o procónsu/rs, lo.'i advocaü fisci y los procuratorescacsaris 

de la ippCa impedal, que si al prindpiofueron una especie de administradores de los 

biene.'i de/príncipe (rationa/es), adquirieron después una importancia e11 losór<le11es 

a1úninistratfros y juclicia/, t1l grado tle que gozaban del derecho de juzgar acerca ele 

las cuestiones en que estaba interesado e/fisco." 

En rcsumcn, dr..: acuerdo con Fr.inco Villa, es en la antigua Roma donde nace el germen del 

Ministerio Púhlico. Nacen los investigadores en def cnsa de la sociedad. Así 1enemos a Catón el 

censor y a Cicerón, quienes cji:rcicron la acción penal en representación de tos ciudadanos 

romanos. Postcrionni::mc se deposita la función investigadora en diversos funcionarios tales 

como los curio.si, stan"onari, el prefecto urbano, cte., funcionarios que se abocaban a la 

inve5tigaci6n de los delilos. 

M:lsUlrdc luc adoptada la diferencia griega entre delitos públicos crimina y delitos privados 

delicia, que a decir de Guillenno Margadant: 

Lns primeros crimina ponfan en peligro evidente a toda la comunidad. Se 

persegufrm ele oficio por las autoridades o a petición de cualquier ciudadano 

.v se sancionaban con penas públicas ( decapiwción, ahorcamiento, la11zamiento 

desde la roca "Tarpeya", ere.). Tenfa11 orfgenes militares y religiosos. 

Los seg1111c/os dclicta causaban daño a alg1í11 particular, y sólo indirectamente 

pro\•oc.:aban 1ma perwrbacidn social. Se perseguían a iniciativa de la víctima 

.v daban lugar a una multa privada en favor de ella. Fueron evolucionando 

deJdt• la \'engam:a privada, pasando pt}r el sis1ema del talión y por el de la 

composición obliga10ria, alcanzó en su forma pura el sislema de multas 

pri\'Cu/as. Por el de.rnrrollo del sislema pretoriano, en la época clásica, 

<-'l J~ Fr.mcn Villa. op. cit .. p. 150. 
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encontramos con frecuencia que el magistraclofijaba a su arbitrio (cxbonoct 

aiquio) el monto de la multa privada. 5 

Con el fin de ser más precisos es indispensable puntuali1.ar que los antecedentes del Ministerio 

Público en Roma los cncontramosenlosf uncionariosllamados Judices Questiones de las Doce 

Tablas. Existla una actividad semejante a la del Minislcrio Pííblico porque estos funcionarios 

lcnfan facul!adcs para comprobar los hechos dclictuosos. pero csla apreciación no es del todo 

exacta. Sus atribucionescaractcrísticascran netamente jurisdiccionales. El procuradordd Cc!sar. 

del que habla el Digesto en el Libro Primero, Tflulo Diecinueve, se ha considerado como 

antecedente de la institución, debido a que dicho procurador. en representación del César, tenía 

facul!adcs para intervenir en las causas fiscales y cuidar el orden en las colonias, adop1ando 

diversas medidas como la expulsión de losalborot.1dorcs, así como la vigilancia sobre éstos para 

que no regresaran al lugar de donde habían sido expulsados.' 

Colín Sánchez nos ilustra sobre los funcionarios romanos: 

los Judiccs Qucstioncs no eran propiamente funcionarios semejantes al Ministerio 

Público porque eran mtís bienfimcionariosjurisdicciona/es; por lo que respecta a los 

Procuradores del César, desarrollaban en la época del imperio la función de WI 

investigador fiscal y cuidaban el orden de las colonias, ejerciendo medidas tales conw: 

la expulsión, como ya lo dijimos, de los a/borollldort.>.r y la posterior vigilancia sobre 

éstos mis11ws. 

d) La Edad Media 

La Edad Media es el milenio entre la caída del Imperio Romano de O:cidcnlc y la del Imperio 

de Oriente. Recibe su nombre porque los pensadores del Renacimiento la consideraron una 

(5) Guillcnno S. MargndanL Derecho romano. Editorial Esfinge, México, t960, Jll" 419420. 
(6) GuillcnnoColCn Sánchcz, op. cit., p. 78. 
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época intermedia entre los dos grandes periodos de la humanidad: la Antigüedad y el propio 

Renacimiento. 

Se inicia con las invasiones de los Bárbaros, sobre todo en los pueblos gcnnánicos; también 

dcs1ruyen el Imperio Romano dt: Occidente. De Jos reinos bárbaros surgen después los Estados 

medievales, el más importante de los cuales es el Sacro Imperio Romano-Gcnn:inico. 

En la Edad Media aparece como fonna de organización política el feudalismo, que se fue 

creando a hase de unajcran¡uiw.ción sistemática. Esa pirámide social de obediencia fue a la vez 

una pirámide basada en derechos y obligaciones. Al respecto nos dice Crossman: 

( ... )e/ rey Jo poseía lo todo; en la práctica, había entregado la mayor ele la tierra a los 

barones y señores. Estos, a su vez, tras pasaban parcelas de esas tierras recibidas del 

rey a los inmediatamente debajo, también a cambio de servicios prestados, hasta q11e 

a/fin, en,·ontramos al siervo con m11ltinul de obligaciones y poqufsirnos derechos. 1 

El sL•tcma social se basa en la servidumbre, en la que el siervo no es propiedad personal de su 

señor, pero tampoco es hombre libre. 

Los siervos tienen la oh1igaci6n de cnln!gar una parte de su trabajo y también de laborar 

detcnninados <lías y de realizar dctcnninadas faenas para su señor. Sobre la mas de siervos se 

l!Stahl~c llx.fo una pirámide di.! señores feudales, en la que siempre un señor deba obediencia 

y vai;allaje al superior, hasta culminar en el emperador, aunque en la práctica los señores son 

gcncralmcnll! soht!ranos. Sus dominios, los feudos, se caracterizan por su economía localista; 

producc:n casi lodo lo que consumen y consumen casi todo 1 o que producen. El comercio es 

mínimo. 

Dentro de la organi1'1ción feudal la economía se fundaba en las labores agñcolas, surgiendo 

i:n csll! periodo gremios de artesanos en los burgos. Dichos gremios estaban destinados a 

(7) R.11. S. { ·rn .. sman. Bibliogmfi11 tlel f:.mulu nwderno. Fondo de CuJ1uraEconómica. Col. Popular No. 
6.l. M~Ai~:n, 1979, p. J. 
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desempeñar un pap!I significativo en la evolución de la sociedad dd medievo. pues al crecer 

aquéllos surgiría un nuevo poder social, al cual se le denominó burguesía. 

La cultura medieval es fundamentalmente religiosa. Predomina durante mucho tiempo el 

cscola.'iiticismo. que por medio de especulaciones racionales trata conciliar los conocimientos 

trasmitidos de los filósofos griegos con las afinnacioncs de la Biblia. Casi no hay experimen­

tación ni observación directa de los hechos. Aparecen en Europa algunos pensadores que ya 

exigen métodos de tipo científico. La Inquisición se encarga de castigar todo intento de pasar por 

encima de tan rigurnsos Hmitcs, y dificulta con ello cxtraordinariamcntccl proceso de la ciencia 

y de las actividades intelectuales. 

No existió en el Medievo preocupación por las causas sociales que cngcndrahan la 

delincuencia, simplemente se reprimía el delito mediante sanciones severas. En este periodo 

se pretende identificar, específicamente en Italia, al Ministerio Público con los sindici o 

ministralcs. 

Dicha suposición no puede ser aceptada, ya que estos funcionarios eran más bien colabora­

dores de los órganos jurisdiccionales en la presentación oficial de la demandas sobre delilos. 

Desempeña un gran papel en la Edad Media la invasión de los árabes. Estos f ucron unificados 

por Mahoma (muerto en 632) bajo una religión monoteísta de inspiración judco-cristiana. 

ConquistanenmuybrevetiempodcsdelalndiahastaEspañaytrasmitcnmuchosconocimientos 

a Europa. La historia de España, desde el siglo Vlll hasta fines de la Edad Media, se earacteri1.a 

por la Reconquista, la expulsión de los árabes. 

A partir del siglo XII, y sobre todo en los siglos Xlll y XIV, se pen:ibc una decadencia 

creciente del sistema medieval. Las dos grandes potencias, el Papado y el imperio, pierden 

fuerza. Surgen los estados nacionales y se debilita el periodo de los señores feudales. Al 

desarrollarse el comercio y crecer las ciudades asciende cada vez más la nueva clase social 

de los burgueses. 

Sin embargo, no se altera radicalmente la base económica del sistema, la servidumbre. Al 

contrario, la situación de los campesinos siervos empeora, lo que da lugar a una serie de 
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rebeliones que .se cxpn!San tanto en el aspecto religioso como en el político. 

Al finali7.ar la Edad Media y con el surgimiento de los Estados soberanos, éstos serán los 

tlnicos encargados de la persecución de los delitos, la administración de la justicia y la 

imposición de las penas a los delincuentes. El concepto de delito se vuelve eminentemente 

positivo, es decir, es delito lo que la ley preceptúa como tal. 

e) Francia 

Para algunos otros autores la institución del Ministerio Público nace en Francia. A continuación 

citamos a Colín Sánchcz, quien expone al respecto lo siguiente: 

Quienes consideran al Ministen"o Público conw institución de origenfrancés,fwula­

menta/I su afirmación en la Ordenanza del 23 de mano de 1302, en la que se 

constituyeron las a:ribuciones del antiguo procurador y abogado del rey como wia 

magistratura encargada de los negocios judiciales de la Corona, ya que con anterio­

ridad únicamente actuaban en forma particular e11 /o concerniente a los negocios del 

monarca. Debido a que en esa época la acusación por parte del ofendido o de sus 

familiares decayó en forma notable, surgió un procedimiento de oficio o por pesquisa 

que dió margen al establecimiento del Ministerio Público, awtque con /unciones 

limitotlas, siendo la principal, perseguir los delitos, hacer efectivas las multas y lar 

confiscaciones decretadas cotrw consecuencia de una pena. 1 

Las auihudones de los procuradores fueron limitadas en su origen porque su principal función 

era perseguir los delitos que se relacionaban con la Contribución Fiscal, las multas y las 

confiscaciones impuestas como pena. Más adelante, a ese interes que se puede llamar 

secundario, le sucedió otro de carácll!r más elevado: si la justicia debía pcr.;eguir el crimen, los 

(8) GuillcnnoColín Sáncbcz, op. ciJ., p. 78. 
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procuradores cslaban obligados a asegurar su represión, y aunque no podían entonces 

presentarse como acusadorcs, estaban facultados para promover ante el juez el procedimiento 

de oficio. En la Ordenanza de l 6i0 se establece con más precisión el papel de los procuradorcs 

del rey o de los señores en el procedimiento penal: son ellos los únicos acusadores pon¡uc la 

parte privada no podía demandar en el juicio sino la indemnización del daño sufrido por el 

delito. En todos los juicios penales una vez que las infonnaciones, interrogaciones y con­

frontaciones terminaban el proceso se consideraba instruido y salía de las manos del juez para 

pasar a las del relator, quien debía extraerlo y exponer el resultado ante la sala respectiva, siendo 

antes escuchado el procurador del rey. quien presentaba sus conclusiones. 

Los procuradores del rey son producto de la monan¡ufa francesa del siglo XVI y se crearon 

para la defensa de los intereses del príncipe. 

Hubo dos funcionarios reales: el procurador del rey, que se encargaba de los actos del 

procedimiento, y el abogado del rcy,quien atendía el litigio en los asuntos en que se intercsaba 

el monarca o las personas que estaban bajo su protección (Gentes nosttrae ). Consecuentes con 

las ideas imperantes, el procurador y el abogado del rey obraban de conformidad con las 

instrucciones que recibían del soberano y no podía ser de otra manera si recordarnos la frase de 

Luis XIV en la que resumía en su persona todas las funciones del estado. 

No se trataba de una magistratura independiente pon¡ueentonccs no seelaboraba aún la teoría 

de la división de los poderes. 

A principios del siglo XIV el derecho de acusación en Francia había decaído mucho, y el 

procedimiento de oficio, por pesquisa, se había establecido en todo su conjunto en la pcrsccusión 

de los delitos. Al mismo tiempo, sedcscnvolvfa bajo la mano activa de los oficiales del rey Gens 

duroi -cuyas funciones dieron origen a la institución del Ministerio Público- como la más 

propia para llevara los tribunales de represión la acción pública, con el fin decastigaryperscguir 

los delitos, institución que asumió su verdadero carácter en el siglo XIV, reglarnentándola 

Felipe el Hermoso en el ailo de 1303. En esta ordenanza por vez primera se habla claramente 

de los procuradores del rcy, como sus representantes ante los tribunales. 
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EslOs procuradores, a los que se les unirían posll!rtormcntc los ahogados d!.!I rey. eran los 

encargados de representara la Coronaanle los tribunales y tomaron el nombre de Parquet pam 

distinguirse de los magistrados Siege -que emn Jos juzgadores, terminología que todavía 

subsiste-, en la inteligencia de que los procuradores actuaban principalmt!ntc en los procesos 

penales y los abogados en los decarácier civil. En csle sentido, el maestro Julio Acero nos dice: 

Fue as{ como evolucionando y generali;:anclo poco a poco su intenienció11 en todos los 

asuntos penales y por una curiosa modificación de los conceptos impuesta por hechos. 

fue inviniéndose la importancia de sus fines y acabaron por convertirse y organi:.arse 

co11w representantes pennauentes ya 110 del monarca sino del Estatlo, y con el objeto 

deasegurarante todo t!I castigo del delito de interés social, más que por el pri\•adode/ 

señor o superior particular. 9 

Callos Fmnco Sodi nos amplía la información sobre los antecedentes históricos del Minislerio 

Público en Francia : 

En Francia los monarcas tuvieron rmprocurador yun abogado. timlaclns Procurador 

y Abogado del Rey, cuya misión consisti'a en atender los arunros per.sonale.s del 

Monarca q11e .se ventilaban en los Tribuna/es. El procurador del rey se encargaba de 

In actividad procesal y el abogado del alegato, de lafwulamentaciónjurfdica del ca.m; 

pero tnntoabogado como procurador eran seniidores particulares del rey. Fue Felipe 

el Hermoso, en el siglo XVI, quien hiza de ellos dos Magistradas en cuyas manos 

quedaron /os negocios Judiciales de la Corona. Con la Revolución FrtJncesa esta 

magistraturasufn"ó el ataqueconsiguiente: pero la reacción napoleónica, el imperio de 

1808, resucitcía los viejosfuncionarios monárquicos com•irtiéndolos en la institución 

(9) Julio Acero. Procedürn·entopenal. Ed. Cajica, Puchla. México, 1976, p. 33. 
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dd Mini.\'leria Piihlko, con lt1s lmses que gobienran todavía su funcionamiento en 

aquella repiíblica. 1º 

De la narración que antc<.'Cdc nos damos cuenta de cómo durante el siglo XVI en Francia, el rey 

Felipe el Hermoso hizo de los anteriores funcionarios del rey, Procurador y Abogado, unos 

magistrados a quicnc.o; se les encomendaba los negocios judiciales de la Corona. 

A principios del siglo XIX el imperio de 1808 resucita a los antiguos funcionarios 

monárquicos y crea la institución del Ministerio Público. 

En la Declaraci<ln de los Derechos del Homhrc, que precedió a la Constitución del 3 

scptiemhre de 1791, se estahlcccn, entro olraS, la.• bases en el ámbito del derecho penal. A 

continuación ..:xpondrcmos algunas ideas de dicha Declaración. 

Se e.\·wblet:ia q11t• la h1y es la expresidn de lt1 mluntadgener<JI y que debe ser la misma 

para radas, St'll que ella proteja o castigue; que ningún hombre pueda ser acusado, 

arre.wtulo 11i tlete'1itlo, sino en loscusos deten11i11ados por la ley y segrín [ai;fonnalidades 

proce.mle.~ que ella prescriba,· que los que soliciten, expidan o realicen órdenes 

arbitrarias clebe11 serc:a'iligadi1.v, q11e tmlo ciu.cladanoapre11dido en virnul de la ley, debe 

ol1edecer al i1J,\'llll1lt' y .H' lwc:e respmr.mblt• en caso de resistencia, que la ley no debe 

eswbhTer si110 penas es1ric:1t1s .'' e\•idememente necesarias; que nadie puede ser 

castigadn .r;ino en vlrtud de una ley establecid11 y promulgadtl anteriormente al delito 

y legt1lme11te aplicada y que tmln hombre tlebe presumirse c1ue es inocente, hasta q11e 

haya siclo dedaraclo culpablt• ( ... ). 11 

Leyendo los principios de la Declaración de los Derechos del Hombre obscivamos como han 

inlluido en el tli.!recho mrn.lr.:mo tic todos los países. 

( IOI ( 'ar\u ... Fr;Ul\.'U Stkli, El pmn•(/1111it•nlo penlll. Ellilorial Pomla. México, 1954, p. 52. 
ti ll l/Jid. p.5:?. 
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Mi5xico recihió la intlucnciadirecta de la Revolución Fm.ncesa di! 1789 y de su constitución 

de 1791 a tmvés de España, que en este tiempo era la metrópoli dominante de gran panc de !ns 

pueblos americanos. 

La Revolución Francesa de 1789 influye en todos los ámbitos legislativos de Francia, y no 

escapa de esta influencia la institución del Ministerio Público. Al respecto, nos dice Franco 

Sodi: 

WRevoluciónFrancesa.altransformarlasinstitucionesmonárquicas, encomienda/as 

funciones resen•adas al procurador y al abogado del rey, a comisarios encargados de 

promoverlaacciónpenalydeejercitarlaspenasyalosacusadorespúblicosq11eclebían 

sostener la acusación en e/juicio. Sin embargo, la tradición pesa aún en el ánimo del 

pueblo, y en la Ley 22 Bmmario, Año Vlll, se restablece el Procurador General que 

conserva en las leyes nopo/eónicasde J 808 y J 810, y por la leydel20de abril de J 810, 

el Ministerio Público queda definitivamente organiwdo como institución jerárquica 

dependientedelpoderejecutivo. 12 

Las funciones que se le asignan en el derecho francés son de requerimiento y de acción. 

Carece de las funciones instructoras reservadas a las jurisdicciones, pero esto no 

significa que se le desconozca cierto margen de libertad para que satisfaga determi­

nadas exigencias legales que le son indispensables para el cumplimiento de su 

cometido. Al principio el Ministerio Público estaba dividido en dos secciones: una 

para los negocios civiles y otra para los negocios penales, que respondían, según las 

disposiciones de la Asamblea Constituyente, el comisario del gobierno o el acusador 

público. En el nuevo sistema se fusionaron las dos secciones y se estableció que 

ninguna jurisdicción estarla completa sin la concurrencia del Ministerio Público. 

(12) /bid., p. 14. 
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En la primera Rcpúhlica, en ml!dio dd torhdlino de pasiones, la institución oo mantuvo 

im:onmnvihlc y lo mismo sucedió en el primer Imperio, obteniendo su máxima definición en la 

..:gunda Rcpúhlica donde se le reconoció al Ministerio Público su independencia con respecto 

del Poder Ejecutivo. En lo que respecta a las funciones rcaJizadas por el Ministerio Público 

lCncmos: 

El Ministerio Pú!J/icofrancés tiene a su cargo ejercitar la acción penal, perseguir en 

nombre del fara do, ante In jurisdicciónpena/, a los respansables de un deliro, intervenir 

en el period11 tlt' ejecución de sentencia y representara los incapacitaclos, a los /rijos 

nmumlt's .va los a11.fentes. En los crímenes interviene de iura numera subsidiaria. 13 

Con esta hrovc narración percibimos 1a manera en que era regulada la institución del Ministerio 

Púhlicocn la hislmia de Francia. Esta n!púhlicasiempre ha sido, tralándosc de la administración 

pública, uno de los paises más avanr.ados del mundo en la investigación efectuada sobre el 

Ministerio Público. Corrohommos que fue en Francia donde esta institución adquirió una 

regulación propia y donde se le encomendó el ejercicio de la acción penal, particularmente con 

la Segunda Repúhlica. 

l) España 

En España existió la Promotorfa Fiscal desde el siglo XV como una herencia del Derecho 

Canónigo. Los promolon:s fiscalc.•nbrabanen representación del monarca, siguiendo fielmente 

sus instrUL1:ioncs. 

En relación con lo mencionado. el Licenciado Pavón Vasconcelos dice lo siguiente: 

En España, t'/ pmmntoro Proc11rmlor Fisca/fueobjeto de cotL'itante pelfeccionamiento 

(1)) lhid .• f'P. 14·1~. 
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a pt1rtir de ,'ifl t'rf.'adón, "mediaclo.'i del siglo XV. En el año 1565, durante el reinado 

de Felipe Jl,sedicwron lt1sclisposiciones relativasasuorganiwción y funcionamiento 

atn'buyindosele como tmafunción especial la de procurar el ClL'itigode los responsa~ 

bles de aquef/os dt•litos q11e no eran persegufdos por un acusador privado. Debe 

hacúse nowrque la lnstinu:ión de la Promotoría Fiscal no constimyó una magistratura 

indrpemlientt•, y que su imenenció11 en el proceso era conw parte integrante de las 

jurisdicciones: concrewmente se puedeafirmarque lt1 intervención de dichos promotores 

en elproce.mse reducía a lafom111lación de los pliegos de acusación, ya que los jueces 

tem(m /ilJertad absofuw en la dirección de la causa. 14 

Postcrionncnll!,cl pmcur.uJor liscal fonnó parte de la RcaJ Audiencia interviniendo a favor de 

la.~ causa.~ púhlicas y en aquellos en los que tenía intt:res la Corona. 

Al rcs¡x:cln Franco Villa nos ilustra: 

En Espmia e:ti.ttiá la Promotorta Fiscal desde el siglo XV, como una lrerencia del 

Dereclro canónico. Los Promotores Fiscales obraban en representacióndelMonarca, 

siguiendo fielmente SIL< instrucciones. En las Leyes de la Recopilación de 1576 

ex¡mliclas por el rey Felipe 11, se le serla/aban alg11nas atribuciones: "Mandamos 

que losjiscalt•s hagan 1/iligenciaspara que se acaben y fenezcan los procesos en que 

se hiciera11 en la vista pril'atla ele los escribanos, así contra los mismos jueces contra 

los mismos e.tc:n'b"nos (Libro 11, Tlwlo XIII). Las jimciones de los promotores 

fisnJ[e.\· ccmsisticm c•n \'igilar lo que ocurrta cutre los tribunales del crimen y en obrar 

tle oficio, ll nombre del pueblo, cuyo represemcmte es el soberano. Bajo el reinado 

de Felipe V se pretendió suprimir las promotorias en España por decreto del 1 O de 

nm·it•mbre de 1713 ."por la declaración ele 1926, el Ministerio pr¡bfico Fiscal 

( t.i) Frand~...:o Pa\'ól\ Va.~L"lllll't:ln . .; 11. "Lacvu\ucióndct Mini~lcriu Públk'O". ReviJta Crinlinafía.No.12, 
Ed. Bot:L". 7'1~:\kll, 11157, pp. 8ff\.So.i. 
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funciona bajo la dependencia del Mi'nisterio de Justicia. 

Es una magistratura independiente de la judicial y sus funciones son nwvibles. 15 

Estas magistraturas se componían de un procurador fiscal ante la corlC Suprema de Madrid, 

auxiliado por- un abogado general y otro asistente. Existen además los Procuradores Generales 

en cada corte de Apelación o audiencia provisional asistidos de un ahogado general y de otros 

ayudanlCS. 

Para concluir el estudio del Minislerio Público, haremos una relación somera de los países que 

lo han adoptado aprovechando los datos que nos proporciona SiraCtL"'1, citado en la intcresanlC 

monograJTaquesobrecl Ministerio Públiconosdaaconoecrclcstudiodelscilor Juventino V. Castro. 

g) Relación de paises que han adoptado la institución del Ministerio Público. 

Bélgica.- Se consagra la institución del Ministerio Público debido al entusiasmo del Ministro 

Guardascllo Bara: su organii.ación es copia del modelo francés. Los funcionarios son 

designados y removidos por el monarca, previo acuerdo con el Ministro de Justicia: interviene 

en las contravenciones de la polic!a. 

Suiw.- Con excepción de los Cantones de Appenzcl y Xhwyz, en los veintidós 

cantones de la Confederación Helvética existe el Ministerio Público como en Francia. 

Por ley del 6 de octubre de 1911 se creó el Ministerio Público General y de número 

de funcionarios que le sean indispensables para el servicio. Como en México, además 

de las funciones que tiene asignadas en promoción de la acción penal, el Consejero 

Jurídico de la Confederación tiene a su cargo lo relativo a la vigilancia de la seguridad 

pública, panicularmente en lo que se refiere a las medidas adoptadas para expulsar 

extranjeros indeseables. 

(15) Carlos Franco Sodi, op. cit., pp. 19 y20 
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Alemnnin.-EICódigo di.! ProccdimicntoAlcmándcl 7 de enero de 1877 fucmoditicadodcspul!s 

de la guerra de 1914, al convenirse Alemania en República unitaria y democrática. Indudablo­

mcntc ha hahido una transfonnación en el T creer Rcich des pu& de la f ragmcntnci6n del Partido 

Nacional Socialista, con lo que el Ministerio Público se organiza de acuerdo con el sistema 

francés. Los funcionarios de la institución están repartidos en dieciocho cantones (Landcr). 

siendo d superior en la jerarquía el Ministro de Justicia. Existe una rcpn!scntación del 

Minislerio Público adscrita al Tribunal del lmpcrio, compuesta de un Procurador Superior y de 

tre.• prncurado"'s designados por el P"-'Sidcnte del Reich a propuesta del Consejo del Imperio 

(Rcichrarat) y dependientes del canciller. El Procurador Superior tiene jcran¡uía sobre los 

funcionarios del Ministerio Público de sujurisdicción,y a la vczdccllagoz.an procuradores de 

los "Landcrs". a quienes incumbe el ejercicio de la acción penal por los delitos cometidos en 

sus respectivos territorios. La Procuraduría de Estado constituye un cuerpo único e indivisible. 

y sus inll•gr.intcs son agentes del Poder Ejecutivo y representantes del Estado. 

Amtrit1.- desde la Monarquía Dual el código de Procedimientos Penales de 1874 reconocía la 

institución. El Minislerio Púhl ico se componía de un Procurador general ante la Corte Suprema 

de JtL•ticia; un Procurador General de Estado para los demás tribunales de segunda instancia 

y los demás funcionarios a'iistcntcs para los tribunales de primera instancia. 

Hungria.-Sc menciona la "Procurad una Real" desde el Código de Procedimientos Penales del 

4 de dicicmhn: de 1896. El Ministerio Públicoestáorgani1.ado como en Austria y no se n:conocc 

la inamovihiJidad de los funcionarios. 

llnltu1tú1.- según la ley del :i de julio de 19!0, el Ministerio Público se compone de un 

procurador y ll\!s ahogados gcncrnlcs ante la Alta Corle Hooge Raad) y de un Procurador 

General y del personal de asistencia necesario anlC cada Corte Provincia. En los tribunales de 

Prim..:ra Instancia interviene un Procurador (officcr van justicc) con dos o tres ayudantes. 
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Nontega.- El Ministerio Público se encuentra organiw.do como en Francia. pero en la 

promoción de Ja acción penal, reconocen los principios de oportunidad y el dispositivo. 

Escocia e lrla11da.- Exislc el "Attomcy General", Procurador General, el Solicitar General 

(Procurador de la Corona}, "Crowns prosccutors". Se reconoce el principio de la legalidad en 

el ejen:icio de la acción y Ja institución está sujeta a Ja unidad del mando del Attomey General. 

En Escocia el Ministerio Público promueve la ac1c<;aeión, la dirige y recoge las pruebas. El 

abogado fiscal (Lord Advocat} forma parte del Parlamento, quien está obligado an:ndircuentas 

de sus actos. &¡uivaleal Ministro de Justicia. Existen procuradores fiscales en cada uno de los 

treinta y tres condados y se reconoce la intervención del ofendido en la promoción de la acción 

penal. 

Polonia.- El Código de Procedimientos Penales del 19 de mar.ro de 1928, Ja ley sobre 

organización judicial del 5 de febrero del mismo año, adoptaron la institución de acuerdo con 

el modelo francés. Sus miembros son designados por el Poder Ejecutivo. La acción penal es 

pública, pero se reconoce el principio dispositivo. Se dividen los funcionarios: un Procurador 

General que es el Ministro de Justicia; un primer Procurador y los Procuradores y Viee­

procuradores adscritos a la Suprema Corte y a los Tribunales de primera y segunda instancia. 

Turqu(a, Bulgaria, Checosfo\'Oquia, Grecia, Porn1gal y Rumania.- El Minislcrio Público está 

copiado del sistema francés y sus miembros se consideran representantes del Poder Ejecutivo 

ante la autoridad judicial. Interviene en todas las fases del procedimiento hasta la ejecución de 

sentencia. Se reconoce a la parte lesionada el derecho de promover la acción penal. 

Rusia.- En el régimen zarista, el Ministerio Público se organizó de acuerdo con el modelo 

francés. Lo constitufan un número de funcionarios independientes de Ja Magistratura Judicial, 
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rcgido por los principios de indivisihilidad y unidad. Los procuradores superiores eran 

nombrados por el Emperador a propuesta del Ministro de Justicia. Bajo el régimen soviético 

se suprimió el Ministerio Público por el decrcto del 24 de novicmhrc de 1917 porque se 

consideró que los consejos de obreros y campesinos eran los únicos rcprescntanles de los 

intereses del pueblo. Después se estableció por decreto del 28 de mayo de 1992,supcditándolo 

al Consejo Federal de los Comisarios del Pueblo. El jefe del Ministerio Público es el 

Comisario de Justicia, quien ejerce sus atribuciones con el nombre de Procurador General: 

interviene en el ejercicio de Ja acción penal, en la vigilancia de los procesos y en la cjccuci6n 

de los fallos. 

Suecia, Dinanwrc.:a y Serbia. St! encomienda Ja pc1SL'CUci6n de los delitos leves a los funcicr 

narios de la policfa. Los graves ameritan la intervención directa del juez. Hasta el año de 1921 

5t! ahandon6 en Serbia el sistema de enjuiciamiento inquisitorio. adaptándo.sc el acusatorio. 

Después de la guerra de 1914 que creó el reino de Yugoslavia existió una variedad de 

disposiciones de orden procesal que complicó el procedimiento. En 1921 se dictó un nuevo 

Código de Procedimientos Penales, tomando en cucnla las disposiciones del código austriaco. 

El Ministerio dt!Juslicia c.licljcfc del Minis1erio público y, excepcionaJmcnte, se reconoce al 

ofondido el cjt!rcicio de la acción pcn31. 

China. Los funcionarios del Ministerio Público dependen del Ministerio de Justicia, y los 

puestos se ohtiencn por oposición. Rigen los principios del sistema francés, siendo la policía 

judicial el órgano auxiliar del Ministerio Público en la investigación de los delitos. 

Jt1pón. El Ministt!rin Púhlico constituye un cuerpo distinto e independiente de la Magistratura 

Judicial. Se ha seguido el sistema francés, y los puestos se obtienen como en China, por 

oposición. 
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Inglaterra. Tradicionalmente, ha regido el principio de la acusación popular y iodo ciudadano 

está f acuitado para ejc::cutar la acción ~nal, pues tienen el dchcrdc cuidarlo para que no se altere 

la tranquilidad y la paz del reino. Se admite la acusación privada para los delilos de querella. 

Existe "Atomey-General" (Procurador General}, el "Solicitor Genem/", que suple al pro­

curador general. Es designado directamente por el rey de enlre los más dcslacados jurislaS 

ingleses y tiene el carácler de gran oficial del Esiado: es el Consejero Jurídico del Gobierno y 

la cabeza del Foro. Interviene en el ejercicio de la acción penal cuando se afecta un interés 

público, en dcli1os contra la seguridad interior y exterior del Eslado, sedición o rebelión, 

coalición de funcionarios, cte., y también interviene como órgano de control en la prosecución 

de la acción penal ejercitada por el "Director of Public Prosec111ions ". El cargo de "SoUcitor 

General" tiene un carácter scmipolítico. Es consultor legal del Parlamento y tcnnina sus 

funciones ala caída del gabinete, de donde depende su nombramienlo. 

En los casos en que no interviene el Ministerio Público son los particulares los encargados 

de promover la acción penal por medio de juicios sumarísimos que consisten en la celebración 

de una audiencia, en la que el acusador presenta los testigos de cargo. el acusado los de descargo 

y el juez pronuncia el fallo, sin que intervenga el Ministerio Público rú la Defensa y sin de 

recurso de apelar (Policc-Court, Pelly Scssional Courts, MelrOpolitan Police courts or Justicc 

of lhe Pea ce), con excepción de la ciudad de Londres, en que los procesos se ventilan por medio 

de los "stipcndiary magistrales". En los delilos graves (indiclahlc), la acusación se lleva por el 

"Coroncr's" (Oficial de la Corona), por de dos proccdimienlos: el "indic1rnen", que inslruye 

el juez de pa7, y el ''Coroner's Inquisitio",que inslruyecl ''Coroner''. Las necesidades dela vida 

práctica han motivado en Inglaterra que se faculte al agente de la policía (policcmen) para que 

se desempeñe en el cargo de "prosecuior'', susú1uyendo al particular. Cuando el din:clor de la 

acusación pública (Din:clorofPublic Prosccutions) abandona la acción penal puede continuarla 

cua1quicr persona autorizada por las .. High Courts". No se concede al Minl'itcrio Público en 

Inglaterra el derecho de apelar en materia penal, salvo en casos excepcionales, en tanto que 

existe una amplia lihcrlad por loq ue se refiere al acusado. Se advierte la tendencia de reconocer 
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el principio de la acusación estatal, despojando al ciudadano y al particular del ejercicio de la 

acción pública para encomendarla a un órgano del Estado, el Ministerio Público. 

Estadns Unidn.r de Norteamérica. La Organización Pública de los Estados Unidos cslá 

compuesta. como en México, de dos cnúdadcs, la federación y Jos c.c;tados. Existe el Ministerio 

Público Feder.il que reconoce como superior jerárquico al procurador General de la República 

(Attomey General of the United States), que forma parte del gabinete y tiene a su c;;rgo la 

defensa de los intereses de la Federación ante la Suprema Corte de Justicia. En los demás estados 

de Ja República. que son libres y soberanos para legislar en cuanto a su regimcn interno, la 

organi1.ación del Ministerio Publico es muy distinta. 

En el estado de Nueva York existe el Procurador de Distrito (District Attomcy), que es 

elegido por el pueblo, durando en su ejercicio dos o tres afias. En ciertos delitos, obra de acuerdo 

con Ja.e; instrucciones recibidas del Procurador General de la República. No se reconoce el 

derecho de apelación ni interviene en las jurisdicciones civiles. 

En ConnL'Cticut existen procuradores adscritos a cada una de las eones nombradas por el 

mismo juez. En dditos leves se abandona al ofendido y el ejercicio de la acción penal, y el 

proceso se ventila en sumarísima ante los tribunales de noche (Night Couns). 

Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Paraguay, Cuba y Puerto Rico. En estos países el 

Ministerio Público está organizado como en el sistema francés y depende del Poder 

Ejecutivo. sea federal o local. Sus funcionarios son amovibles, duran por tiempo 

indctcnninado, con excepción de los supeditados jerárquicamente al Procurador General, 

quien dura en el cargo cuatro años, periodo qu:: puede ser prorrogable. 
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MEXICO 

Sabido es el que tcnitorio que actualmente constituye nuestra patria estuvo habitado por 

diversos pueblos de diversas culturao,; y costumbres diferentes: los mayas, los toltecas, los 

aztecas, los pi.uépcchas o tarascos, cte .• quienes indudablcmentccrcaron sus propios sistemas 

de derecho. Sin embargo, nos referiremos únicamente al derecho azteca, por ser el pueblo que 

alcanzó la hegemonía en la mayor parte del tcnitorio, y ta.mbil!n por scrdd que se tienen noticias 

históricas más completas. ya que la fuente de nucstr.lS instituciones históricas no debe huscarsc 

únicamente en el antiguo derecho romano ni en el español, sino tambi~n en la organización 

jurídica de los az!Ccas. 

Derecho azteca 

El grupo azteca era profundamente religioso y contaba con un gobierno toocrático; su principal 

divinidad era Huitzilopoxtli, quien les ordenó cambiarán el nombre de az!Ceas por el mexicas, 

de ah! el nombre de nuestro pa!s. 

Pronto regresó y llegó a dominar a los habitantes de Azcapolzalco por el afio de 1428, 

iniciándose una era de dominio de esta nueva civili1..aci6n. 

EslC pueblo domino mililillmcnle a la mayor parle de los pueblos de la altiplanicie mexicana 

e influenció, y en muchos casos impuso las prácticas jwídicas de todos aquc1los núcleos que 

conscivaban su independencia a la llegada de los espafioles. 

En la sociedad azrcca cxistfa un sistema dc nonnas para regular el orden y sancionar toda 

conducta hostil a las costumbres y usos sociales. 

La gravedad de las penas daba gran eficacia al derecho penal azteca, el cual no era escrito 

y conservaba un carác!Cr consuetudinario, y anlC todo se ajustaba al régimen absolutista, lo que 

se traduc!a a una vida social tranquila y onlenada que causó el asombro de los españoles. 

El poder del monarca era delegado en funcionarios especiales, y en materia de justicia el 

Cih11acoatl es fiel reílejo de tal alinnación. 
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El Cilmacnml dt!SCmpcñaba funciones muy singulares: auxiliaba al Hueytlntoani. vigilaba 

la recaudación de los lrihutos, presidía el lrihunal de apelación y era consejero del monarca. 

El tlatoani fue otro funcionario de importancia. Representaba a la divinidad y go1..aba de 

Hbcnad para disponer de las vidas humanas asu antojo. Dentro de sus facultades encontramos 

la de acusar y perseguir a los delincuentes, aunque generalmente delegaba esta función a los 

jueces. E.~ importante hacer la obsctvación de que la persecución de los dclilos cstahacn manos 

de los jueces por delegación de los Tlatow1i, de tal manera que las funciones de éstos y las de 

Ciluwcoatl eran jurisdiccionales, parlo cual nocs posible identificarlas con las del Ministerio 

púhlico, ya que la persecución de delito se encomendaha a los jueces. 

Colonia 

Ya consumada la conquista, fue sustituido el sistema de dcrecho indígena por las leyes 

cspañola.'i. 

Todo lo rcf eren te a la seguridad de las personas y los bienes de los vecinos y a la conservación 

c.Jcl orden púhlicocst.ahacn manos c.Jc losjcfcs dc los cuartcll!S mayore..o;;, que eran ocho, y partir 

del mes de agosto de 1811 la seguridad estuvo a cargo de un supcrintendenlC de policía con 32 

tcnientcs,cl juez de la acordada y sus ministros y 32 alcaldes de barrio. con sus ronda.e; de vecinos 

honrados. Todos ellos rondaban la ciudad y aprehendían a los delincuentes, que en la capital 

podrían ser dclt!nidos por cualquiera de estas autoridades. que provocaban en esa época el viejo 

conflicto de jurisdicciones, a pesar de que la ciudad había sido dividida en ocho distritos 

principales. 

Casi todos los autores que hablan de la ciudad de M~xico en esa época es Liman que la misma 

presenta han muchos problemao;; de dcsordcn y criminalidad. Tan1bi~n concuerdan en que por 

la hcicrogcneidad de la pohlación y por la gran cantidad de genlC pohre que en ella vivía, los 

problemas dl! conducta antisocial eran abundantes. 

Durante la época colonial todavía es incierto el antecedente del Ministerio Público, de 

acuerdo con Jo que nos dice Guillcnno Colín Sánchcz: 
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En la persecud6n del delito imperaba una absoluta anarquía. autoridades cil•i/es, 

militares, religiosas, invadíanjurisdicciones,jijaban multas y privaban de la libenad 

a las personas, sin nuís limitaciones que su capricho. 

Tal estado de cosas se pretendió remediar a través de las Leyes de Indias y de otros 

ordenamiemos jurídicos, estableciéndose la obligación de respetar las nonnns 

Jurídicas de Indias en su gobiemn, policía, usos y coslllmhres siempre y culllUÍD no 

contravinieran el derecho hispano. 

Úl persecución del delito en esta etapa no se encomienda a una institución o 

funcionario en particular; el Ví'rrey, /os Gobernadores, los Capitanes Genera/es, los 

Corregidores y muchas otras amoridades, tuvieron atribuciones para ello. 115 

La aparición del señor fiscal en la época colonial se puede considerar el primer antecedente del 

Ministcrio público, ya que sus funciones eran las de promover Ja justici~ perseguir a Jos 

delincuentes y proteger a los indios, también está a su cargo el litigio y patrocinio de las causas 

que afectan al fisco. 

En el año de 1527 se forma lo que se conoció como la Audiencia, la cual eslnba integrada 

por varios funcionarios, entre clJos dos fiscales: uno civil y otro de carácter criminal. 

El fiscal era el que pn:scnlaba y formulaba las demandas ante los tribunales. Así 1ambién, 

era el con1nc10 enlre tribunales y virn:y, y asumía el carácter de "Promotores de Justicia". 

Epoca Independiente 

Con el movimiento de Independencia de México y de España verificado en 1810, diversas 

constituciones y leyes penales f ucron creadas. y en laque rcspccla a la institución del Ministerio 

Público, tenemos los siguientes antecedentes: 

(16) GuilcnnoColín Sánchez. Derecho Mexicano de Pr0<.'edi111ientos Penales, &l. Porrúa. 3cm. cd.,México, 
1979, p. 96. 
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La Constitución de Apati'fogan de 1814 reconoció la existencia de los fiscales auxiliares de 

la adminio;;tración de justicia: un fü;;cal competente en el ramo civil y otro en el ramo penal. Su 

designación estarla a cargo del Poder Legislativo. a propuesta del Ejecutivo, con una duración 

de cuatro años. 

A continuación citamos a FrJ.nco Villa. quien nos ilustra acerca de esta etapa histórica: 

En la Constitución Federalista del 4 de octubre de 1824, se incluye también al fiscal, 

/omumdo parte integrante de la Suprenu:i Corte de Justicia y se consen•a a las siete 

Leyes Constitucionales de 1836 y en las bases orgánicas del 12 de jimio de 1843, la 

época del Cemrali.tnw, conocidas por leyes espurias. 11 

En las Leyes Constitucionales de 1836, además de considerarlo como en la Constitución 

anterior. cstahlccicrnn su inamovifüJad. 

Al decir de Guillcnno Colín Sánche7. 

( ... )en las bases pam la Administración de la Reptíblica hasta la promulgación de la 

Constitución, elaboradas por don Lucns Alnmrín y publicadas t.'/ 22 tle abril de 1853 

durante la dictadura de Santa Ana, se estableció: " ... se nombrará un Procurador 

General tle la Nación, cmi .we/t/o de cuarenta mil pesos, honores y comlecoración de 

Minlftro de Cone Supre11u1 de Justicia, en la cual y en todos los tribuna/es superiores, 

será recibido como parte por la Naci<Jn, y en los inferiores crumdo as( lo tlisponga el 

respecti\'O Ministerio". 11 

En 1855, en el gohierno dd Presidente Comonfort, se dictó la ley del 23 de noviembre de ese 

año, mediante la cual se le dió injt.!rcncia a los fiscales para que se ocuparan de asuntos f cderales. 

(17) fo~ Franco Villa. Et Mmistaio Público Federal, f!LI. Pomla. Mé;1doo. 1958, p. 47. 
(18) Guillermo C'oUn .Sánchc1, op. cit .• p. 211. 
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Comoníort promulga el decreto del 5 de enero de 1857, que tomó el nombre de 

Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana. en que se establece: todas 

las causas criminales deben ser públicas. precisamente desde que se inicia el plenario, 

con excepción de los casos en que la publicidad sea contraria a la moral; que a partir 

del plenario, todo culpado tiene derecho a que se le den a conocer las pruebas que 

existen en su contra; que se le pcmlita carearse ~on los testigos cuyos dichos le 

perjudiquen que debe ser oído en defensa propia. 

LosConstlluycntes de 1857 conocían la institución del Ministerio Público y su desenvolvi­

miento en el derecho francés, pero no quisieron establecerla con respecto a la tradición 

democrática. En la historia del Congreso Constituyente escrita por Francisco Zarco, se 

exponen algunas discusiones sobre la regulación del Ministerio Público. Tomamos a 

continuación una breve exposición proporcionada por Franco Villa, sobre las dis­

cusiones del Constituyente del 57: 

El Diputado Villa lobos manifestó su ;,1conformidad con que se le quitase al 

ciudadano el derecho de acusar; y q11e se le sustituya por un acusador 

público: expres6 que el pueblo no puede delegar los derechos que puede 

ejercer ¡}or s( mismo, y que todo crimen es un ataque para la sociedad; 

reclama para el cimladano el derecho de acusar: que de llegarse a establecer 

en México el Ministerio Público, se privarfa a los ciudadanos ele ese derecho. 

El Diputado Díaz Gonz.ález no compartió las ideas de Villa lobos, aduciendo 

que debe evitarse que el juez. sea al mismo tiempo juez y parte; que 

independizando el Ministerio P1tblico de los jueces, habrá nuís seguridad de 

q1u sea imparcial la administración de justicia ... El Di'putaclo potosi no don 

Po11cia1w Arriaga ... propuso que el artículo quedase redactado en la 

siguiente forma: "En todo /)rocedimiento del orden criminal debe 

intervenir querella o acusación de la parte ofendida o instancia del 
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Ministerio Público, se sostenga los derechos de la sociedad". 19 

Expucstoloantcriornospcnnitimosdccirqueen la Constitución de 1857, al Ministerio Público 

aún no se concedía el monopolio de la acción penal. 

En 1869, el Pn:sidentc Juárez expide la Ley dcJurados criminales para el Distrito Fcdeml, 

previniendo que existirían, para los fines de la misma ley, tres promotores o procuradores 

fiscales a los que se llamó tamhi~n. y por primera vez en nuestro medio, representantes del 

Ministerio Púhlico. E.litos funcionarios cr.m independientes, por lo que no fonnaban aún una 

institución. 

Postcrionncnll!, Franco Sodi nos reseña la etapa siguiente de la evolución del Ministerio 

Público: 

Vinieron a continuación los Códigos de Procedimientos Penales para el distn'to 

Federal, 1880 y 1894, que comprenden ya al Ministerio Público como una magis· 

trawm especial que tenía por objeto ejerciwr la accidn penal pidiendo la pronta 

impartición de justicia en nombre de la socieck1d, magistrmura pues, con las caracte· 

n'sticas y finalidades del fl,,finistedo P11blico francés, pero miembro de fa Policía 

Judicial y mero auxiliar de la Administración de Justicia. 20 

En el pn:scntcsiglo, en el allo de 1903 d gobierno de Díazexpidc la primera Ley Orgánica del 

Ministerio Público, que lo entiende no ya como auxiliar de los tribunales penales. sino como 

parte en el juicio, como titular de Ja acción penal puesta en sus manos en nombre de la sociedad 

y para 4m! la ejercite en su rcpre.scnt.ación. Esta ley hace del Ministerio Público un todo 

orgánico, encabezado por el Procurador de Justicia. 

CllJ) Guilli.:nnn Cnlín Sáni:hc1.. /hit/e111, pp. 48 y 49 
(20) (' __ ;uf<l\ Fr.rnl'O Sndi. op. di .. Jl. 53 
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En la exposición <le motivos hecha por el primer jefe del Ej~rcilo Constitucionalista en 

relación con el Ministerio Público se estableció: 

Decfa que entonces, y a pesar de haberse adoptado por la legislación mexicana 

al Ministerio P1tblico, éste era una figura decorativa, de tal suerte que los 

procesados cominuaban en las manos absolutas q.e sus jueces, quienes en busca 

de notoriedad, convertían.\'e en arbitrarios y sometían a aque/fos a tormentos 

verdaderamente inquisitoriales. 

De aquí concluía CarraJJ;:a que era necesario dar al Ministerio a facultad 

exclusiva de perseguir los delitos con un triple propósito: Primero, devolver a 

los jueces su importancia menguada por la arbitrariedad que usaban, siendo a 

la vez en los procesos jueces y partes ... Segundo, que el Ministerio Pdblicofuera 

un verdadero representa11te social perseguidor de delitos y no unfimcionario 

decorativo en los tribunales; y tercero, que teniendo el Mi11isterio Público la 

función exclusiva de solicitar las órdenes tle aprehensión, aportar pruebas 

sobre la existencia del deUtoy la responsabilidad del delincuente, quedará bajo 

sus órdenes la Policía judicial, de la que hasta e111011ces era miembro ... 11 

Resulta importante la exposición de motivo.< que en lo relativo al Ministerio Público se ha 

transcrito, toda vez que en la Constitución <le 1917 ,el Ministerio Público tiene yac! monopolio 

de la acción penal, que anteriormente no tenía; y se independiza <le la Policía Ju<lici al, en virtud 

de que era un órgano dcpcndicnt~ de aquélla. 

En el año de 1919, el Ministerio Público como institución encabezada por el Procurador de 

Justicia, aparece como titular del monopolio del ejercicio de la acción penal. A partir <le esta 

(21) O"los Frnnco Sodi, op. cit., p. 54 
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ley, toda apll!hcnsión ordenada por la autoridad judicial sin pedimento del Ministerio Público, 

era considcrada violatoria de las garantías individualt!s. 

Corresponde al entonces Procurador de Justicia del Distrito Federal, Lic. José Aguilar y 

Maya, la expedición de la Ley Orgánica del Ministerio Público del 2 de agosto de 1929, que 

constituye el primer intento fonnal para adaptar el funcionamiento del Ministerio Público y de 

la Policía Judicial, a lo pll!Ccptuado por la Constitución de 1917. 

Con base en lo que nos expone Franco Villa: 

( ..• )con Ja co/aboraci6n de un cuerpo de especialistas, el Procurador tlió cima a la 

obra, crecíndose el Departamento de Investigaciones, que empezó ajimcionar el J de 

enero de 1930. 

En la.r comisarías de policía prfrabt1 la confusión, y aunque de hecho existftm 

de/egatlns dd Ministerio Ptiblico, e/funcionamiento de las oficinas era defectuosa y 

kl:r autoricúules administra1fras no quisieron subalternarse en la investigación de los 

delitos del Ministerio Público del Fuero Comlin. La Ley Orgrlnica del Ministerio 

P1íblico del Fuero Com1ín, ha sido objeto de diversas refonnas de que vanws a 

ocu¡mmos. Por decreto del 22 de diciembre de 1931, se suprimieron las comisarías 

de polid'a y se es1t1blecieron las delegaciont•s del Ministerio P1íblico y los Juzgados 

Calificndores, aquéllas destinadas a la investigación de los delitos y éstos a la 

calificación de los reglamentos de policía y buen gobierno, /o que pennitió diferenciar 

la.r funciones t•ncomendadas a ambas oficinas y hacer práctica la disposici6n 

contenida en t•I anículn 21 de la constitución Federal de la Reptíblica. 22 

Objeto de apasionadas discusiont!S ha sido la organi1.ación que se ha dado al Ministerio Púhlico. 

principalmente en lo quc se rclicrc a la investigación dc los delitos, porque los Códigos 

(22)Jost Fr.uKo Villa. f./ Ministaio Ptihlicofcdeml, &J. Pomla. México, 1985, p. 65. 
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Procesales conceden valor probatorio pleno a dichas diligencias, igual a las que se practic'all 

entre jueces; se ha criticado que el Ministerio Público tenga funciones instructorias en el periodo 

de averiguación previa y que como autoridad. recoja las pruebas que van a servirle para 

promover la acción penal, que resuelva libremente si debe o no ejercitarse la acción y disponga 

de numerosas facultades en d dcscmpcfio de las funciones de la policía judicial. Ya hemos 

indicado que es imprescindible que el Ministerio Público posca funciones instructoras 

limitadM, para el ejercicio de sus atribuciones. Sin embargo, existe un grupo numeroso de 

personas que creen ver en el Ministerio Público un super organismo que invade las funciones 

reservadas exclusivamente a los jueces. 

En el mes de noviembre de 1932, la Oficina Jurídica del Departamento del Distrito, con el 

fin de corregir las irrcgulruidades advertidas por la dualidad de mando en los funcionarios de 

las demarcaciones de policía. formuló un dictamen que suscriben los señores licenciados 

Guillermo Schuhz y Benito Guerra Leal, que abunda en consideraciones legales para proponer 

la revocación del decreto de 28 de diciembre de 1931 en que se prohibió a los funcionarios de 

la policía intcrvcnircn la investigación de los delitos, se suprimieron las delegaciones de policía 

y se crearon los tribunales calificadores y las delegaciones del Ministerio Público. 

Los dictadores proponían el restablecimiento de los Comisarios o Delegados de Policía para 

que desempeñasen funciones ahora encomendadas a los jueces y a los Delegados del Ministerio 

Público, fundándose en que se ha desviado la idea que privó en el seno del Constituyente de 

que el Ministerio Público además de perseguirlos delitos ante los tribunales, los investigasen, 

y concluyen que 

( ••. )no hay inconveniente alguno en que los Comisarios o Delegados de la Policía 

Preventiva, que deben ser abogados, ejerwn en las diversas demnrcaciones de la 

ciudad como se hizo Amaño, funciones tle Policía J11dicial para el sólo efecto del 

levantamiento de actas, bajo la dirección y vigilancia del Ministerio Piib/ico, cuyos 

agentes en corto número, pueden adscribirse a las demarcaciones. 
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En d Primer Congreso de Procuradores de Justicia celebrado en esta capital, un agente 

investigador propuso lasupn:sión de las agencias para que fuesen sustituidas por Juzgados de 

Pn:visión, porque en su concepto, la Constitución Polfticade la República ha dado al Ministerio 

Público la facultad de perseguir y acusar ante los tribunales, pero no la de investigar por sr y ante 

si, comulgando con la idea de que la Policfa Judicial debe entenderse como una función y no 

como un órgano y de que en sus atribuciones debe estar sujeta al control y vigilancia del 

Ministerio Público. Propone que la policf a pn:ventiva y todos los organismos policlacosqueden 

subalternados al Ministerio Público cuando se trate de investigar delitos. 

Al expedirse la segunda Ley Orgánica del Ministerio Público Federal, el 29 de agosto de 

1934, \a principal preocupación del titular, que era el señor Licenciado don Emilio Portes Gil, 

fue acomodar la organización del Ministerio Público al espirito del artículo 102 Constitucional, 

en virtud de que hasta entonces sólo había intervenido en la promoción de la acción penal y 

reproscntadón de los intereses del Estado mexicano, descuidando una función tan importante 

como es la del Congreso Jurídico Nacional. En el año de 1932, respecto a la función constitu­

cional que desempeña el Procurador General de la República como jefe del Ministerio Público, 

hi1.0 hincapi~en las que desempeña como Consejero Jurídico del Gobierno, y aprovechándose 

en antecedentes del decreto Constitucional Norteamericano. hizo notar la necesidad existente 

de cuidar el ao;pccto jurídico en los asuntos del Ejecutivo, evitando la anarquía en materia 

lcgislali va, de tal mant.!raquc toda cucslión de derecho surja en la Administ.raciónPública, antes 

de alcam.ar la sanción definitiva del Jcfo de Estado debe contar con la opinión del Procurador 

y de sus agentes mediante la sul"'rvisión legal de la labor desarrollada por todos los abogados 

del ¡;ohkmo, que <k:hc entenderse como un labor absorbente de las distintas atribuciones 

encomendadas a las Secretarías de Est.ado. sino como un elemento de coordinaci6n para hacer 

rcaliz.abkcn M~xico un verdadero Estado de dcn:cho. y evitar la cx.istcncia de una lcgislación 

secundaria, dclidt.!ntc y anticuada. cstahlccicndo su intervención en la esfera meramente 

consultiva, sin privara las Secretarías y Dopartamentos de Estado de las funciones propias que 

la misnrn ky les '1-<igna. La Comisión Jurídica había sido creada en el año de 1932 por el señor 
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Procurador.de Justicia de la República. licenciado don José Aguilnry Maya y se hablan palpado 

los beneficios que produjo en materia legislativa, por dccn:to publicado el 21 de novicmbn: de 

1936 quedó suprimida. 

ll. EVOLUCJON LEGISLATIVA 

A) Código Penal de 1835 

Manuel Dubl:ln y José Mruia Lozano nos ofn:ccn la n:gulación jmídica que en el año de 1835 

cxisúa en México. 

En esta ley nos percatamos de que la disposición sobn: ladrones, homicidas y sus cómplices 

era vigente en México n:cién salido de la convulsión social que se dió con el movimiento de 

Independencia de 1810, rat.ón por la que se encargó el juzgamicnto de los ladrones y los 

homicidas, así como sus respectivos cómplice~. a Consejos de Guerra, con base en lo que 

disponía el artículo 1° de la Ley que comento, "entn:lanlo se an>:gla la administración de 

justiciaº,. 

A continuadón scñalnmos algunos de. los at1ícu1os más n!levant.cs de la L.!y de octuhre de 

1835, que se n:fcña al "Modo de juzgar a los ladrones, homicidas y sus cómplices": 

Art. 1 º.Por ahora y entretanto se arregla la administmción de justicia serán juzgados 

en toda la República militarmente en Consejos de Guerra ordinarios cualesquiera 

ladrone<. rateros, homicidas y todos sus cómplices de cualquier clase, ya sean 

aprehendidos por la jurisdicción militar, ya por la fuemt armada o por la policla. 

Art. 2. Se l!XCC[lllía dcJ unículo anterior a los ladrones y rateros que deben ser juzgados 

en juicio verbal, las que fueren apn:hcndidas por lajmisdicción ordinaria o perla fuerza 

armada o por la policía. 

Art. 3. Los Consejos de GucIT"J ordinarios, a los que deber.in asistir uno de los ase<;0rcs, 

se sujetarán t!ll la imposición de Jas pena."\ a las leye.~ comunes. 
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Art. 4. Si el comandante general de Estado donde se aprehendan los delincuenles y se 

celebre el consejo de guena rndinario. no confinna o ejecutase la sentencia de éste 

previa consulta del asesor,que deberá serdistintodel que asista al consejo, pasarJ desde 

luego el proceso al comanda me general más inmediato para la segunda revisión; y as( 

tsta, como la primera. se verificará dentro del tercer día. 

Art. S. Los procesos que en el caso del anfculo anterior deban remitirse a esta 

comandancia general, se pasarán para su segunda revisión al Supremo Trihunal de 

Guena y Marina. 

, Art. 6. En la capital del Disnito Federal continuarán por ahora los jueces de leiras 

asesorando a la comandancia general despachando de toda preferencia las causas a que 

se contrae la ley ..• 

Art. 9. Los comandantes generales remilirán mensualmente al supremo gobierno, por 

el MinisttodeGucrra. listascircunstanciadas de dichas causas con excepción de lo< reos, 

de sus delitos, de las fechas en aquellos se comienzan, de la prisión y del eslado que 

guanlcn." 

De acuerdo con el anículo 6de la leyquecomento, se hace mención a los"jucccsde letras" que 

asesorarán a la romandancia general. 

Con los artículos anterionnente transcri1os, nos damos cuenta de la regulaciónjurfdicaque 

prevalece en el México que cmergfa de una sangrienta guerra independentista de lo península 

lbmca, haciendo especial hincapié en el carJcter militar de la administtación de justicia, 

retractándose los jueces de lctr.is o letrados u asesomr a la comandancia general. 

B) Código Penal de 1871 

(23) Manuel Dublan )' J~ María Lo1:mn. l.rl!Nar.ión Mexicana o Colección Cnmplcta de llll 
Dltposicioncs U>:i.dtUÜH T::cpt•didru de.,dr- 111 ltul1•¡w11drnd11 a la República. Tomo 111, r'..llición oficial, 
Imprenta de Oubtany L<mmn, M~:w;ico, 1 H7fl, J1. 1>1. 
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El Código Penal para el DislritoyTenitorios Federales sobre el delito contra la f,·dcrnción,dcl 

año 1871, fue decretado por el Congreso y promulgado por Benito Jut!rez.. 

Formular una legislación para México fue la principal preocup"ción de los redactores del 

Código Penal de 1871. 

Seseñalal~necesidaddelacodificación,parnnooonlinuar"( ... )comohastaaquí,sin~lcyque 

el mbilrio, prudente a veces y a veces caprichoso, de los e~os de adminislrar jusricia"."' 

En este ordenamiento se regulan con más amplitud los delitos y el acrcditamicnto de la 

responsabilidad de los agentes o sujetos activos del mismo. 

Cabe señalar que el Código Penal de 1871 e< la primera codificación en la que"' csll\ICntra 

y sistematiza la Ley Penal en México. 

Existiendo jueces de lo criminal. Asf mismo, nos pen:atamos de la sanción con la pena 

capital, que era aplicada al que cometiese el homicidio con agravantes, de acuerdo con el 

artículo 561. 

La fundamentación clásica del Código, se percibe claramente, conjuga la justicia absoluta 

y la utilidad social. 

A través de sus artículos, observamos cómo ~n el Código de 1871 se regulaban diversas 

figuras delictivas que han prevalecido en los Códigos subsecuentes, con excepción del duelo, 

que ha sido derogado. 

En los artículos que proceden del Código de 187 l se describen homicidio, parricidio, abono, 

duelo e infanticidio. 

El artículo 32 hace nlusión a la respons.1bilidad criminal: "Todo delito produce responsa­

bilidad criminal, esto está sujeto a una pena al que lo comete, aunque sólo haya tenido culpa 

y no dañada intención". 

Ahora bien, el rnúculo 48 habla de las personas responsables de los delitos: 

Tienen responsabilidad criminal: 

(24) Rnúf Cananea y Tmjil1o. Dtrtciw frm1I Me."ir.t1110, ful. Por¡úa, México, 1980, p. t2S. 
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1.- Los autores del delito. 

11.- Los cómplices. 

III.- Los encubridores. 25 

Este cócligo se mantuvo en vigencia hasta 1929. 

C) Código Penal de 1929. 

El Código Penal para el Distrito y Territorios Fcdemles del 3 de febrero de 1929, entra en vigor 

el 15 de diciembre de ese mismo año. Fue promulgndo por el Presidente de la República Emilio 

Pones Gil. 

Su principal autor fue el Lic. José Almaraz. 

Los jueces tienen la facultad de señalnr nuevas atenuantes y agravantes hasta valorar 

distintamente las señalndas por la ley. el arhitm judicial es muy restringido. 

El Código Penal del 29, a su vez prescribía en el cnpftulo IV el arresto, en el V confinamiento; 

en el VII la relegación, y el VIII la recht<ión simple. 

El confinamiento consistía en la obligación de residir en determinado lugar y no salir de él. 

El Consejo Supremo de Defensa y Previsión Social haría la designación del lugar en caso de 

confinamiento, conciliando las exigencias de In tranquilidad pública con la salud y las 

necesidades del condado. 

Cuando se tratara de delitos políticos la designación la hnrfa el juez que dictara la sentencia. 

Con respecto a la responsabilidad penal. los aníeu losque a continuación se citan, nos refieren 

en lo conducente: 

An. 11. Delito es: la lesión de un derecho protegido legalmente por una sanción penal. 

(25) GenaroGnrda. CtJdigo Penal Reformado para t'I Di.t1ri10 y Ttrrirorios Federales sobre Dtlitos dd 
Fuero Común y para roda /a República Mrtii"mw '"'•"' Dt!lilos conrra la FcdtracitJn. Herrero editores. 
México, 1990, pp. 12 y 15. 
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Los actos y las omisiones con minadas con una sanción conminadas en el Libro Tercero 

de este Código. son los tipos legales dl! los delitos. 

Art. 12. Los delitos se dividen en: intencionales y en imprudcnciables punibles. 

Art. 36. Tienen responsabilidad penal: 

l. Los autores del delito, 

11. Los cómplices, y 

líl. Los encubridores. 26 

Comparando los artículos que anteceden con los del Código de 1871, no encontramos grandes 

diferencias en cuanto a la responsabilidad se refiere. 

De los anlculos transcritos nos P<'rcauunos deque la rcgulaciónquccfcctúacl Código de 1929, 

en relación con su inmediato anterior, es decir. el de 1871. coinciden en lo fundamental. 

D) Código Penal de 1931 

El Código Penal de 1931 fue promulgado el 13 de agosto de 1931 por el Presidente OnlzRubio. 

Nuestro Código Penal para el Disuito yTcnitorios Fl!dcr..tll!s fue publicado en el Diario Oficial 

de la federación del 14 de agosto de 1931, y que continúa vigente, ha sido objeto de numerosas 

refonnas, suplantó el de 1929, el que tuvo una vidacífmcra. Sus principales novedades fueron: 

La extensión uniforme dd arbitrio judicial por medio de amplios mínimos y máximos. Para 

todas las sanciones sin mis excepción. Hasta los límites constitucionales, disminución del 

casuismo 1.·on los mismos límites; individuali7..aci6n de las sanciones (tranSición de las penas 

a las medidas de seguridad); cli:ctividad de 1 1 reparación del daño; simplificación del 

pn.x-cdimicnto; racionali1.adón (organi1.aci6n cii.:ntífica) del trabajo en las oficinas judiciales. 

La tendencia general de este código al clasilicar los delitos es la de atender al hicn jurídico 

que resulta lesionado por ellos, y así establece: 

(:!.6) Sccrctarf:t de Ciohcrnación. Cddigo Pt•m1l para el Distrito Federal y TerrilOrios Federales, 
Talleres Cirálicm. Lle l:t Nación, México, 19:!.CJ, pp. 7 y 13. 



Delitos contra la scguñdad de la Nación. 

la scguñdad pública. 

la salud. 
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la moral pública y las buenas costumbres. 

la economía pública. 

el estado y bigamia. 

la paz y la seguridad de las personas. 

la vida y la integridad corporal. 

el honor. 

las personas en su patrimonio, cte. 

El Código Penal para el Distrito Federal de 1931 con tenla la teoría clá.<icade los elementosquc 

acarrean la responsabilidad penal. En las cuatro fracciones previstas en el artfculo 13 de este 

Código se regulan las clases responsables de los delitos. 

Los que intcr.ricncn en la concepción, preparación o ejecución de ellos; los que inducen o 

compelen a otros acometerlos; los que prestan auxilio o cooperación dccualquicrcspecic para 

su ejecución, y los que en casos previstos por Ja Ley. auxilian a los dclincucnteS, que es el caso 

del encubrimiento: "El Código Penal de los delitos en tres categorías: autores, cómplices y 

encubñdorcs". (Alis. 48-58). 

En su artículo 13 nos señala los responsables de los delitos: 

Art. 13. Son responsables de los delitos: 

L- Los que intervienen en la concepción, preparación o ejecución di! ellos; 

11.· Los que inducen o compelen a otros a cometerlos; 

ill.· Los que presten auxilio o cooperación de cualquier especie para su ejecución, y 

IV.- Los que en casos previstos por la ley, auxilian a los dclincucnteS, una vez que éstos 

efectuaron su acción dclictuosa. 

El Código del 31 abolió la pena de muenc. 



CAPITULO TERCERO 
MARCO JURIDICO 

ARTICULO 21 CONSTITUCIONAL 

En la Consliluci6n de 1917. en su artículo 21. es donde se plasma una ruta ílnnc en las 

innovaciones introducida.i; en la organización del Ministerio Público, que si bien ya se habían 

cshn1.ado, nunca lh!garnn u conslituil' una realidad. Don VcnustianoCammza, autor del proyecto 

cunstilt1Cil10al.cn d infnnne kí<ln unte el Congreso y referente al a11ículo citndo,sccxpresó de 

la siguiente mant.!r~1: 

Las Ú)'1·s 1•ig,•nt1'.f, tanto''" el ordmft•deml como en el ordt•t1 cotmín, lum acloptatlo 

la in.witm·frin dl'I Milli.\wrio PlÍbfico, ¡u•ro en tal atloptacfrín Ita sldn nominal, porq11e 

Ja/1111( ·itíu ll.,·i,i:mulfl a /os rt•prest•ntantrs cl1• m11ref, th•ne carcicter meramenre decort1tivo 

paro /11 recw y pronw mlmi11istrt1cici11 de justicia. 

Los jueces mexicanos han sido durante el periodo conido dcstlc la consumación de 1a 

ln<lcp!.!mhmda hasta hoy. iguales a 1os jefes de 1a época co1onia1: ellos son los encargados de 

:ivcriguar )l\<.tdclitos y huscar las prucha'\, a cuyo efecto siempre se han considerado autorizados 

para comeh.!r vcnfadl!ros asaltos contm los t\!OS para oh\igarlos a confesar, lo que sin duda 

alguna dcsnatur.i1iza los lines de 1a judicatum. 

Lu misma organiz.ucitín dc1 Mini~tcrio Púhlico. a la vez.que cviLará ese sistema procesal tan 

vicioso, n::-.tituycndo a los juccc." toda la dignid;u.1 y toda la re.'\pctahilidud de la magistratum, 

dará a\ ~tini .... 1c1it1 Púhli1.:l1 H1da la importaOl.·iuquc le con"Cspondc, dejandocxc1usivamcntc a 

su cargo la fl'l!TSCC\u..:illn di! los dt:litns. la hu~ueda de losdcmcntos de convicci6n. que se hará 

por pnx:ctlimicnto~ all.'nlatoiin~ y pn1hath1 en la aprt.!11l!nsit~n de los delincuentes. 
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Por otra parte, el Minisicrio Público, con la policía judicial represiva a su disposición, quirará 

a los PresidenlCs Municipales y a Ja policía común la posibilidad que hasta hoy ha icnido de 

aprehender a cuantas personas juzgan sin más m~rltos que su criterio panicular. Con la 

institución del Ministerio Público tal como w propone, la libertad individual quedará asegurada 

porque según el artículo 16, nadie podrá ser delCnido sino porordcn de la autoridad judicial, 

(la que podrá expedirla sino en los t~nninos y con los requisitos que el mismo artículo exige. 

El dictamen fonnulado por la Comisión de Constitución, invoca la necesidad deexpresarcon 

más claridad la subordinackln de la policía judicial al Minisicrio Público, así la de las demás 

autoridades cuando obren con carácter de auxiliares de aqu.51. 

La redacción sufrió varias modificaciones, interviniendo en su discusión los diputados 

Palavicini y Machorro Narvácz y los licenciados Macías, Colunga y Alvarc7, pero todos 

estuvieron confonncs en fortalecer la organi1.aci6n propuesta por et primer jcfo. y quedó el 

artículo con la redacción actual. Dos años después, el 9 de septiembre de 1919 fue expedida la 

Ley Orgánica del Minisicrio Público Federal, la cual ya precisa con más claridad la misión 

esencial de la institución, aunque un poco alejada del espíritu que pn:dominóen la Constitución 

de 1917. Por último, en 1929 y 1934, aparecieron las leyes Orgánicas del Ministcrio Público 

del Distrito Federal. 

Siendo el artículo 21 de la Constitución General de la República el fundamento legal del 

funcionamiento del Ministerio Público, se hace necesario un comentario de dicha 

disposición. 

El artíc11lo 21 de la Co11stit11ció11 dice: "La imposición de las penns es propia y 

exclusil'a de fa awan·dadjuclicial Ja persecución de los delitos incumbe al Ministedo 

Pllblico y a la polidaj1ulicial. la c11al estará bajo la auto rielad y 11wndo inmediato de 

aquel. Compete a la autoridad culministratim el castigo de las infracciones dt los 

reglamentos gubernatimsyde policía, el cual 1ú1icamente consistía en multa o arresto 

hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor 110 pagare Ja multa que se le hubiese 
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impuesto, .'it' Pf'l"mutarti ést11 por el arresto corre,r;pondiente, que no excederá en ning11n 

ca.m 1/e 15 días. 

Un estudio conecto en relación con este artículo referente al Ministerio Pt1b1ico, no viene a 

estahlccer de un modo pn:dso el monopolio del ejercicio de la acción penal por parte del 

Ministerio Púhlico, locual es darle unalcanccquc no puede tener ni gramatical ni jurídicamente, 

no puedo.:'"" monopolio del Ministerio Público el ejercicio de la acción penal derivada de la 

persecución de los delitos, como no puede decidirse que sea un monopolio del poder judicial 

la imposición del castigo; lo que pasa es que de una obligación impuesta a un órgano estala! 

como el Minlo;tcrio Púhlicn para perseguir el delito, se ha recurrido a la sutilci.a de presentar 

a la institucil1n como monopolii'.adora de la acción penal, para justificar asf los casos en que no 

la ejercita, diciéndose que es la única investida de esa Facultad, cosa que no puede ser dentro 

de un régimen jurídico. Por otra parte, según el diccionario de la Real Academia Espaftola, el 

vocahlo monopolio denota el apmvcchamicntocxclusivo de alguna industria o comercio, bien 

provenga de un privilegio. hicn de otra cosa cualquiera. 

Según Escrichc en su Diccionario de Lcgislaci6n y Jurisprudencia dice qUe monopolio 

deriva de las palahra.• griegas "Manos" que significa uno, y de "polio" que significa vender. 

0-:signacl lrJlico ahusivo y odioso de quien se hace dueño de todas las mercancías de un género 

con el linde darll! d mayor valor. como asimismo toda liga oconvcnci6nquc hacen a veces 

los mercaderes par.i no vender sus mercancías u obras sino a cierto precio. De las dos 

ddinicinnes traniieritas se corri,ge que el vocablo monopolio se refiere a la vida comercial, y 

ningum1 les da aceptación dislinta de estas rcladüncs. por lo tanto, si en el caso del Ministerio 

Púhlko se de~a cxprc.i;ar4ue es el omnipotente para ejercer la acción penal, debe buscarse otro 

vocahlo o cxpHcad,ln. pem no con uno que connote cosa"i diversas. Por otra parte, el Dic­

cionario di: la Real Academia Española ddlnc el vocahlo incumbio como estar a cargo de una 

Clisa. y d \TM.:ahlt1 im .. ·um lx.•fü:ia CllOlU tihligacilln y cargo de hacer una cosa. Así explicados Jos 

alcanl'.'cs de 111s \'lX:11hh1s.1H• \'Íl.!nc el artíl.'ulo 21 Constitucional a establecer un monopolio para 
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.el Ministerio Públicocncuantoalcjcrcicio dela acción penal se refiere, ni tampoco un facultad 

discJ\!Cional par.1cjcrccrlao no, sino lan sóloquccsct Ministerio Público et que está encargado 

de perseguirlos y ejercitar la acción penal en su caso, y es por lo tanto él solo el único encargado 

de perseguirlos y ejercitar la acción penal en su caso, teniendo el derecho a la vez de 

desenvolverla en todos sus momentos jurídicos desde el principio al último, hasta el juicio 

definitivo, en d que la socil.!dad encuentra el castigo del delito y el agente responsable, In 

condenación o absolución. 

No fue la idea del Primer Jefe Constitucionalista, al remitir al Constituyente de Querétaro 

sus reformas a la Constitución de 1857, en particular la partcrelativaal Ministerio Público, dejar 

al arbitrio de éste el ejercitar o no la acción penal; no podía ser este el criterio del primer jeíc, 

dado el estado de las cosas que imperaba en esa época, máxime que trataba por su visión real, 

suprime los abusos qui! se comclÍan por los jueces al tener encomendada a la vez la función de 

perseguidores de los delitos y la de imponer el castigo correspondiente; es por demás sabido 

que la intención de Don Venustiano Carran7't íuc la de volver al Poder Judicial su dignidad 

Jurfadiccional; no podfa pensar ni Carrao1a ni los contituycnlcs de Querétaro dejar tan 

importante problema al arbitrio de un órgano ya que de ser asf, se hubiera dejado en pie el 

programa; fue sin duda muy otra la idea de estos señores y de la redacción del citado artículo 

no puede comprenderse otra cosa, sino la de delimitar por una parte la función del juez 

cncomend:indolc como propia y exclusiva la imposición de las penas, y por 01.ra parte la 

creación del Encargado de perseguir los delitos y darle como misión el Ministerio Público a 

quien incumbkm, con la cooperación de la Policía Judicial, la pcrsc<..'Ución de los delitos; idea. 

sin duda. de l.·n:ar un órgano especial en especial el de ser el representante eminente de los 

grandes intereses morales y materiales de la sociedad, pero esto no equivale a que el Ministerio 

Público por sí y ante sí ll:nga la facultad de perseguir o no los delitos; es sin discusión una 

oh ligación que le impuso el Constituyente de hacerlo y no el dejar de hacerlo según le paro1.ca 

más conv~nicntc, porqul! sería tanto como lencr la facultad de convertirse en juzgador, y cscl 

Ministcnu Púhiil.·o.L"n nomhre<lcl E.~tado,quicncjen:e la acción p¡!nal parareafumarcl derecho 
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violado y obtener la coexistencia de los derechos ele tos asociados y el mantenimiento de la vida 

social. Como lo expresa F. Manducn en la obm citada. Atribución que el artículo que 

comenlamos, osea la de juzgador, reserva exclusivamente al juez, yen este caso asno estableció 

catcgóricamenrediciendo: ••( ... )la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial"; yen el caso deque hubiera sido también esa la intención del Ministerio Público diría: 

11
( ••• ) es propia y exclusiva la facultad que tiene el Ministerio Público de perseguir los delitos". 

Sin embargo, lo que se quiso establecer fue la distinción entre las dos funciones, la del 

Ministerio Público, persecutoria, y la del juez, la decisoria. Es1as dos clases de magistraturas 

independientes entre sí son gar.mtías esenl'ialcs para Ja directa y eficaz administraéi6n de 

justicia y de respeto de toda sociedad. 

Por otra parte, el Ministerio Público, a pesar de ser representante del Estado, es parte 

integrante del mismo, es decir, constituye un órgano del Estado, deahf el principio de legalidad 

que lo rige, y01 que debe obrar de111ro de !;1 lcy y sólo puede hacer lo que le est..1 encomendado, 

porque de ob'O modo rompería el régimen cons1i1ucional, y en el caso que nos ocupa le está 

mandado perseguir los delitos. 

Estando reunidos los requisitos del artíl'u ll1 16 Constitucional, debe ejercitar la acción penal, 

persiguiendo los delitos, pon¡ue de otru modo faltaría a este principio que le impone In 

obligación antes apunrnda, pues la rutelajuríd.ica que requiere el Estado para su conservación 

e integración no puede dejar.o:e en ningtín c:1so al arbitrio de un órgano, porque vendría n 

menosp.reciar los postulados de garan1ít1 a t¡ue tic11e derecho la sociedad misma. Por ello, en un 

E~wdo bien organizudo no puede dcj;irsi: al panicular defender directamente el derecho, sino 

que es necesaria la intervención del poder soci:il. del poder titular mismo. 

Como el estudio de este artículo no es en ,¡tema de este trabajo, se ha hecho la exposición del 

mismo sólo por razones de método, aunque de manera somera, y por ser la piedra angular de 

nuestra organizadón juñcfü:a 1x·11:1L ík eualquit.·r m:mc:ra lo c:stimé pertinente para dejar 

~srahlcddt1 quc no es potcsta!Í\'ll efe 1:1 in..;1i111c11i11 .. ·j .. ·n:i111ro no la :icción penal, sino que es una 

obligación haccrlosiemprequcc.,tén rc11ni111"11 l'> n·11uisitoscxigidos por Anículo 16Constitucio· 
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nal; y ohrar en fonna contraria es anteponer intereses particulares al interés colectivo de la 

sociedad. 

Es con la clara visión de Carranza como nace el articulo 21 Constitucional General de la 

República y el Ministerio Público con todos sus atributos: regulador del Estado; consolador 

apoyo de la debilidad; acusador terrible del malvado; salvaguardia de los in te roses particulares, 

y en fin, especie de representante del cuerpo entero del J;stado, como señala Manduca. No es 

posible que estos atributos se desvirtúen concediéndole la facultad de ejercitar a su rubitrio la 

acción penal. Es porque intervienen intereses políticos que, como siempre. se imponen al 

in!Cn!s social cuando la institución, de respetable que es, decae para dejar el paso libre a la 

impunidad. y esto a sabiendas de que está contrariando su propia existencia y de que en esos 

casos no cumplen con su deber. 

No escapa al sus!Cnlante la importancia del tema y lo extenso que es su estudio, pero dados 

los lúnites de este trabajo, y dado el objeto del mismo, pienso que c.• suficiente con lo expuesto 

al respecto hasta aquí. 

II. ARTICULO 73, FRACCION VI 
BASE 5A. CONSTITUCIONAL 

Artículo 73. El Congreso tiene facultades; 

VI. Para legislaren todo lo relativo al Distrito Federal y Territorios, debiendo someterse 

a las bases siguicn tes: 

5a. El Ministerio Público en el Distrito Federal y en los Territorios, estará a cargo de 

un Procurador General, que residirá en la Ciudad de Mfaico, y del número de agentes 

que determina la ley, dependiendo dicho funcionario directamente del Presidente de la 

República, él lo nombrará y removerá libremente. 



DICTAMEN 

Por lo que ve el Ministerio Público del Distrito Federal siendo una institución dependiente del 

Ejecutivo, no presenta ningunadificul!ud la ndministración del sistema que propone el inciso 

V de la Fracción VI del artículo 73, igual caso puede decirse respecto al artículo 102, que 

organiza el Ministerio Público de la Fectemción, que estnblccecomo novedad el principio legal 

de que el Procur.idor General de la Repúhlka sení el Consejo Jurídico del Gobierno, lo que 

obedece al proyecto de suprimir la Secretarla de Justicia. 1 

Esteanículofue uno de los preceptos m:ls trast'endentales en el proyecto de Constitución de 

Venustiano CrurJnza en el año de 1916. 

El texto actual de la base Sa. conrenid:t en b í-r.1cción VI del artículo 73 es el siguiente: 

Artículo 73. El Congreso tiene la facultad: 

VI. Para legislar en todo lo relativo al Distrito federal, someriéndose a las bases 

siguientes: 

5a. El Ministerio Público en el Dis1ri10 Peder.ti estará a cargo de un Procurador General 

que residirá en la Ciudad <le Méxko. y del mimcro dt: agentes que detemüna la ley, 

dependiendo dicho funcionario del Presidente de la República, quien lo nombrará y 

removerá libremente. 2 

Resumiendo, la base 5a.de la Frncción VI dd A11. 73 nos precisa elámbito de competencia del 

Ministerio Público, adeniñsde establorerque l:i función de éste dentro del DisnitoFederal esuirá 

:1 cargo de 11n Procur..tdorGcncr::1J. 

(1) Diario de los Debates, up. d1 .. pp. 163. :?í1I. :?87 y 468. 
(2) Constúucitin P0Utet1 de. lns E.Ha1/11., l.'11idn.' .\f1'.XÍl:unoJ, Ed. Pornla, 803. edición, México, 1986, 

pp. 39 y41. 
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III. NATURALEZA JURIDICA DEL 
MINISTERIO PUBLICO 

Por lo que hace a la determinación de h1 ncuurale7.a jurídica del Ministerio Público, ésta ha 

provocado discusiones inienninables. D~ntrn del nm1po doctrinarlo se le considera: 

I) Como un representante del Estado en el ejercicio de la acción penal; 

2) Como un órgano administrativo que acttía con el carácter de pane; 

3) Como un órgano judicial, y 

4) Como un colaborador de la función jurisdiccional. 

Con el fin de precisar mejor estos pl::inteamientos los abordamos en seguida por 

separado: 

a) El Ministerio Público como represcnHm1e del Estado en el ejercicio de Ja acción penal. 

Para fundamentar la representación ntribuida al Ministerio Público en el ejercicio de la 

acción penal se ha tomado como punto de pani<la el hecho de que el Estado, al institucionalizar 

laautoridatlsocial, tiene el dercchodeejerl'er la tutela general, para que de esa manera persiga 

a quien atente contra ht seguridad y el desenvn1vimiento de la propia 5ociedad. Concepción 

aplicable a nuestro particular régimen constitucional, pues fundamentalmente es el pueblo 

quien 1 como tutelar de la soberanía nacional, ins1i1uyt: la autoridad pum beneficio de él 

mismo, según lo previenen los artículos 39y41 de la Constitución.1 

b) Como un órgano administnttivo que acllía con el car..icter de parte. 

Según G uameli: 

El Ministerio Público realiza acws que sou de nanualeza adminis1r01iva, lo que 

justifica que se aplique a ésre, /ns principins del Derecho Administrativo. Además la 

(3) Jbidem, pp. 39 y 4 J. 
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propia naturaleza administrativa de la actu.ació11 del Minlsterio P1íblico reside en la 

discrec:imwliclacl de sus actos, puesto que tiene facultades para determinar si debe 

proceder o 1w, en contra de una persona, simación en la que no podría lnten.ienir el 

órgano jun"scliccional oficiosamente para evocarse el proceso. 4 

En esas condiciones, el Ministerio Público actúa con el carácter de "Parte que hace valer la 

pretensión punitiva y de acuerdo con ello ejerce poderes de índole indagatoria, preparatoria y 

coercitiva sobre todo. Presenta a través d~su actuación las pccu1iaridadcscscncialcs de quienes 

actdan como "Parte"; ejercita la acción penal, formula peticiones, presenta impugnaciones y 

tiene íacultadcs de pedir providencias de lada clase. 

En nuestro derecho el Ministerio Público no siempre actúa como parte. En cíccto, denlro del 

procedimiento interviene como autoridad en la primero etapa llamadaº Averiguación previa'', y 

como parte una vez realizada la acción penal, o sea, de acuerdo con la legislación y el criterio 

susicntado por nuestro m:ls alto Tribunal de la República. Dcnlro del proceso el Ministerio 

Público siempre o.icntará el caracicr de parle una vez ejcn:itada la acción penal ante la autoridad 

jurisdiccional. 

c) El Minis!Crio Público como órgano judicial. 

Quienes sostienen que el Ministerio Público es un órgano jurisdiccional integrante de la 

judicatura, parten del estudio de la polCStad del Estado,comprcnsivade la poicstadjudicial cuya 

fmalidadconsistecn el mantenimiento y la actuación del orden jurídico, y como esta última es 

atribucióncxclusivadcl poder judicial y la primeracorrespoode al Ministerio Público, es lógico, 

concluyen, qui: ésta sea un órgano jurisdiccional. 

Accptahle resulta la observación que al rcsp<!CtO formula el Lic. Colín Sánchez: 

No podemos ,·onsidt'raral Müiisterio Público como un órgano judicial, porque debido 

(..t) Jn~ Gu.um:ri. Lt:s Punes en el Pwcew Pt!nal, Ed.Jo!'.~ Ma. Cajita. Puebla. 1917, pp. 26-27. 
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a s11 naturaleza y fines, carece de funciones jurisdiccionales, las cuales sólo son 

e.-cclusivas de los jueces, de tal manera que el Ministerio P1íblico tlebe concretarse a 

solicitar la aplicación del derecho, más no a declarar/o ..• pues señala( .. .) q11e c11ando 

el encargado de ejercitar la acción penal archiva una investigación, ello no quiere 

decir que ya jamás podrd proceder, pues en cuanto surjan nuevos elementos de 

convicción reanudará la averiguación correspondiente sin que en ningún momentos e 

piense en los elementos de "cosa juzgada", caracten"stica exclusiva de las resolucio­

nes emitidas por la autoridad judicial.) 

Por otra parte, en nuestro régimen jurídico se encuentra clara y posiüvamcnte consignado a 

disposiciones constitucionales la procedencia de tal postura, concretamente el artículo 212 

constitucional establece: "La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policla Judicial". 

d) El Ministerio Público como colaborador de la función jurisdiccional. 

Por la diversidad de funciones que se le encomiendan el representante de la sociedad, algunos 

autores han sostenido que se trota de un auténtico auxiliar de la función jurisdiccional. de un 

colaborador del juez en el proceso encaminado a lograr la correcta aplicación de la ley. 

Desde nuestra particular pcrnpcctiva, y de conformidad con nuestro derecho mexicano, esta 

corriente también tiene accpración en nuestro medio, pues indiscutiblemente el Ministerio 

Público presenta los intereses de los menores incapacitados, de los ausentes, etc., por estas 

circunstancias no podi.!mos desconocer la aplicación de la conicnte doctrinaria en amilisis, pero 

tampoco podemos atribuirle al Ministerio Público un determinado carácter de los examinados, 

pues nuestra legislación lo ha dotado de una serie de atribuciones dentro y fuera del campo 

jurisdiccional que lo convierte en organismo estatal de funciones polifacéticas, que se explica 

(5)GuillcnnoColín Sánchcz. DereclwMe.xiccmode Procedimiento, &J. Ponúa. México, 1974, pp.133-135. 
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únicamente por la extra.ordinaria evolución que han sufrido nucstra."i instituciones sociales y 

jurídicas. 

En eslC sentido, debemos entender al Ministerio Público como un represenlanlC del Estado 

en el ejercicio de las acciones penales, y aunque su intervención también es múltiple 

también otras esferas de la administración de justicia, esto es consecuencia d..:: la 

evolución de la instituciones sociales. Las cuales, para cumplir con sus fines y tomando 

en cuenta la naturalezaespeclfica del Ministerio Público, han considerado indispensable 

su injerencia en asuntos de derecho privado,como representante del Estado. y en muchas 

otras actividades de carácter legal. De lodo esto se desprende su personalidad polifac-.!tica: 

actúa como autoridad administrativa durante la fase preparatoria del ejercicio de la 

acción penal, como sujeto procesa}, como auxiliar en la función jwisdiccional o cjcr~ 

ciendo la tutela general sobre menores, incapacitados yen las demás atribuciones que le asignan 

las leyes. 

En fin, podemos aseverar que el Ministerio Público es una institución depcndienlC del 

Estado, que en representación de la sociedad, ejercita ta acción penal y la Ultela social en todos 

aquellos casos que le asignan las leyes. 

N. PRINCIPIOS, CARACTERISTICAS DEL 
MINISrERIOPUBLIOJ 

Al Ministerio Público incumbe, como hemos vis ID ya, perseguir los deli!Ds. Por consecuencia 

lógica, una vezque tiene et conocimicn!Dde su misión y hechas tas investigaciones del caso para 

comprohar la existencia del mismo de acuerdo con el artículo 16 constitucional, debe seguir, 

para ejcreitar la acción penal, los presupuestos que designa dicho artículo, tos cuales son: 

Exislencia de un hecho u omisión que la ley penal señale y sancione como delito; que 

el hecho se atribuya a una persona determinada ; que et delito que se impute mere1.ca 

pena corporal, y que la querella o denuncia estén apoyadas en persona de digna fe o por 

otros datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado; debe el Ministerio 



Público. reunidos estos requbilo!', cjl~rd1:ir h1 ilcción penal, ·sin Ja cual el órgano 

jurisdiccional permanece inactivo, )' crnno ñeriv;.lción de In obligación que tiene el 

Estado de poner en movimiento al órgano jurisdiccional, tenemos que el ejercicio de la 

acción penal no es potestativa sino ohtigatoria, característica base del ejercicio de la 

misma, porque es una función social, p(1blic11, se desarrolla en interés de la tutelajurfdicn 

y de la inocencia, pues Jos ciudadanos no tiene derecho de obligar al Ministerio Público 

a promover una :1cción si el hecho no presenta can1cterísticas criminales. Ahora bien, el 

Estado est;i interesado en que se castigue al infractor de la ley penal, de ahí que sea 

públicu, porque el Ministerio Plihlico no ohra por conveniencia particular, sinO por el 

interés colectivo, y así, dice Manduca en la ohm citada, "El Fiscal de los pueblos libres 

es un magistrado que aprecia los hechos con la mayor y más plena independencia e 

interpreta Ju ley según su propio juicio; no es más que el legttimo representante del 

dcrcl'h• 1 y dl' l:ljusticia, 1ic111...· s11 pPlicr lll:"finillt) y comrnstado, como en todos los poderes, 

es un organismo social libre". Ln acción penal es además única, porque abarca todos los delitos 

que se hayan cometido; es indivisible por~ue al ejercitarse comprende a todas las pcn;onas que 

tcng:m panicipación en el delito; es irrevocubte porque una vez intentada la acción no puede 

desistirse de ella como tratándose de los particulares y, claro está, como tutelar que es de los 

intereses sociales el Ministerio Pí1hlico no pul!dc hacerlo; es intrascendente, porque sólo se 

limim a ta persona del responstlble. íG001:íle1. Bustamante, op, cic.) 

Por otra parte, dentro de la técnica que inspira el órgano jurídico del Ministerio Público, 

vemos c.1ue este tiene cienos principios y caracterf sticas inmutables que deben satisfacerse para 

.l¡uc cumpla t.-on una verdmtern función Slw,:i;1l l:c 1111ra la delincuencia, principio y característica 

que veremos a t.•ontinuación. 
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A) PRINCIPIOS 

a) Principio de Iniciación 

Compete al Ministerio Público, como principio reconocido en México, In persecución 

de los delitos juntos con la Policía Judicial, ya que es el único órgano del Estado encnr· 

gado para tal fin, según se desprende del Artículo 21 Constitucional. 

Pero si bien es cieto que al Ministerio Público compete la persecución de los delitos, 

y siguiendo a Rivera Silva, .. no se deja a su libre albedrío dicha actividad, sino que para 

que tenga comienzo la investigación, se necesita la reunión de ciertos requisitos que 

son fijados por Ja Ley ... 6 

El Ministerio Público iniciará su función siempre y cuando tenga conocimiento de 

un suceso punible mediante In denuncia o querella, posteriormente, analiznrd si el 

hecho denunciado encuadra o no dentro de algün tipo penal, eslnblecido en In Ley, es 

decir, que vea si la conducta descrita por el denunciante o querellante cnstituye o no 

delito. Reunidos los requisitos anteriores. el Ministerio Público a través de la Policiia 

Judicial. que está bajo sus órdenes iniciará la investigación con el objeto de demostrar 

si realmente se cometió el delito y buscar a la persona que es considerada como 

causante del ilícito, es decir, comprobar el cuerpo del delito y la presunta respon-

sabilidad. 

Podemos deducir, que no se puede iniciar un procedimiento penal si no se han 

reunido los requisitos anterionnente anotados, es decir la presentación ante el Repre-

senl:inle Social, de una denuncia o de una querella a excepción de cuando se está en el 

caso de la flagrancia en la comisión del delitc, o sea que se sorprenda a alguien en el 

momento en que está cometiendo el ilicito penal. Asi las cosas todo procedimiento que 

se inicie sin que se hayan pn:sentado tales requisitos, serll anticonstitucional y 

(6) Manud Ri\'cra Silva. El Proadimientn Pt•naf, E<l. Pomia, MCxico, 1973, p. 56. 
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violatorio de garantías, en virtud de que el Ministerio PUblico, aunque tiene el deber de 

investigar y perseguir los delitos, no lo puede hacer a su antojo o capricho ni de manera 

inquisitiva y detener n cuantas personas quiera con el pretexto de investigar In comisión 

de un delito, ya que el Articulo 16 de nuestra Carta Fundamental preceptúa claramente, 

en su part~ conducente que .. nadie pude ser molestado en su persono, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de In autoridad 

competente que funde y motive la causa legal del procedimiento .. ; agregando, .. que 

sólo la autoridad judicial podrá dictar orden de aprehensión o detención siendo 

necesario pnrn el efecto, que dicha orden esté precedida por la presentación de una 

denuncia, de una acusación o querella ... 7 

Por lo tanto, en nuestro derecho la Institución del Ministerio PU.blico se encuentra 

regida por el principio de iniciación, ya que se requiere la reunión de los requisitos 

apuntados para que pueda iniciar lns funciones para la que fue creada. 

b) Principio de Legalidad 

En el principiio de legalidad que como parte del estado debe obrar dentro de In Ley y 

sólo puede hacer todo lo que está mandndo¡ el principio de oportunidad que opone al 

de legalidad en cuanto n que por motivos de interés no ejercita la acción penal, y d 

principio dispositivo, o sea que Ministerio Público actúa de oficio en tanto en que el 

principio dispositivo, especial en materia civil se uctún a pedimento de parte. 

En relación a lo anterior, nos dice Manzini que los tratadistas en los que ataiie al 

punto que estudiemos, manifiestan que In acción penal está animada por el principio de 

legalidad, cuando se ejercita siempre que se den los presupuestos necesarios que la Ley 

fija. 

(7) Constitución Polirica de los Estados Unidos Mt•xicanos, Artkulo 16. 
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Seña1n, que la pretensión punitiva del Estado, derivada de un delito, debe hacerse 

valer par el órgano público al efecto, siempre que concurran en concreto las con~ 

diciones de Ley, en cump1imiento de un deber funcional, absoluto e inderogable. 8 

Después de haber estudiado los principios que consideramos rectores del Ministerio 

Público, pasamos a estudiar las características de dicha Representación Social, mismas 

que a continuación iremos explicando. 

c) Principio de Oficiosidad 

El Principio de Oficiosidad en contraposición al principio dispositivo, o sea que el 

Ministerio Público actúa de oficio en tanto que en el principio dispositivo, especial en 

materia civiJ, se actúa a pedimento de parte. por el principio de oficiosidad una vez que 

el Ministerio Público ejercita la acción penal es él quien actúa y promueve sin que se le 

inste para etlo; el principio de unidad que equivale a que el Ministerio Público es uno 

aún cuando actúen varios agentes distintos, ya que no prevalece la opinión personal de 

esos agentes, sino la opinión de 1n Institución como unidad que es¡ la indivisibilidad es 

otro principio que infonna al Ministerio Püblico, y consiste en que se debe sostener Ja 

opinión sustentada desde un principio. 

B) CARACTERISTICAS 

a) Carocteristica de Jerarquía 

Al igual que en materia federal, el Ministerio Público del orden común, reconoce como 

titular y jefe de la Institución nl Procurador General de Justicia del Distrito y Territorios 

Federales, con las facultades y obligaciones que les señala el articulo 18 de In Ley 

Orgánica; dicho Procurador es nombrado y removido libremente por el Presidente, con-

(8) Viccn1.o Man7.ini. Trarmloclt• Dtreclw Proci·sol Pe11al. Tomo l. {Tr. Santiago Scntícs Mclcndo 
)'Mario Aycn-.t. Rcllin), Et.1. Ejes, Buenos Ain:s, 1951, p. 294. 
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forme a lo dispuesto en el artículo So de la Ley Orgánica del Ministerio Público; 

ademas, el artículo 7o de In propia Ley nos dice que el Ministerio Ptlblico se compone: 

II.- De un auxiliar sustituto del Procurador. III.- De cinco Agentes Auxiliares del 

Procurador. IV.- De un Jefe del Departamento de investigaciones y de los Agentes 

necesarios adscritos a dicho Departamento. V.- De los Agentes que fueren necesarios 

para el servicio de los Tribunales Civiles y Penales y.Jefatura de Policía en el Distrito y 

Territorios Federales, y de los Delegados en las Demnrcasiones de policía. 

El Presidente de la República en casos especiales podrá nombrar otros agentes cuan­

do lo estime necesario. Las oficinas del Ministerio Público tendrán los empleados sub­

alternos que determine el Reglamento de la Ley. 

Al respecto Guillenno Colín Sánchez, nos dice que 

El Mi11isterio Ptíblico está organizado jerárquicame11te bajo de la dirección y 

estricta responsabilidad del Procurador General, en quien residen las 

funciones del mismo. 

Las personas que lo integran (al Ministerior P1íblico), no son mds que una 

pro/ongació11 del titular, moti>'o por el cual reciben y acatan los órdenes de 

éste, porque la acción y el mando en esa materia es de competencia exclusiva 

del Procurador. 9 

b) Característica de Indivisibilidnd 

Con relación a esta característica, cada uno de los servicios públicos en ejercicio de sus 

atribuciones, representa a la institución del Ministerio Público, obrando de manera 

común y colectiva. 

(9) Guillermo CoHn Sánchc:z. Derecho Me.\·icano de Procedlmientos Penales. &J. Porrúa, 
S.A., México, 1979, p. 109. 
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En e) mismo sentido. García Ramircz manifiesta que: "En orden a ln indivisibilidad, 

Jos funcionarios no actúan a nombre propio, sino exclusivn y precisamente de la 

institución. Puede separarse cualquiera de ellos o ser sustituido sin que por lo n1ismo se 

afecte lo actuado ...... to 

e) Características de Independencia 

Esta debe entenderse en relación a la autoridad ante quien comparece, promover de 

mutuo propio sin hacer caso de indicación alguna proveniente de dicha autoridad. 

Et Maestro Co1ín Sñnchez, dice que 

la Independencia del Minisrerlor P1íb/ico es eu cuanto a la jurisdicción, por lo 

que si bien es cierro, sus integrantes reciben árde11es del s11perior jerdrquico, no 

sucederd lo mismo en relación a los árganos jurlsdiccionales. Esto se explica sin 

mayores complicaciones, si para ello hacemos notar Ja división de poderes e.xis~ 

tente en nuestro país y las caracterlsticas c¡ue le singularicen, de tal manera q11e 

concretameme, la fanción corresponde al Ejecutivo, depende de} mismo, no 

pudiendo tener ingerencia 11i11g11110 ele Jos otros en Sil actuación. 11 

d) Caractcristica de Imprescindibilidnd 

Este principio consiste en que ningün tribuna) penal debe considerarse totalmente in· 

tegrado si falta e1 representante del Ministerio PúbJico1 por lo tanto, ningún proceso 

penal podrá seguirse sin su intervención, por la rozón de que siendo esta institución 

conforme a nuestro sistema de derecho procesal penal, el titular de Ja acción se hace in· 

dispensable su presencia. 

( 10) Sergio Oarcfa Ramin:z. Deredw Procesal Pt•nal. &l. Porrüa, MCxicn, 1917, p. 122. 
(l 1) Gui\lcnn11 Colin S:inchc1 .. Op. cir .. p. 100. 
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Este principio tiene su fundamento y origen en el articulo 21 Constitucional y es de 

trascendental importancia, toda vez que siendo considerado el delito como repre­

sentante de la sociedad, es absolutamente necesaria su intervención en el proceso 

pennl.12 

e) Carncteristica de Inesponsnbilidad 

El Ministerio Público es irresponsable en el ejercicio' de sus funciones. El hecho de que 

un agente haga procesar a uno o varios individuos y mñs tarde se pruebe su irrespon­

sabilidad, no puede dar lugar a que se acuse n dicho funcionario por calumnia judicial, 

pues él ejercita una acción que interesa n la sociedad. 

Continuando con García Rnmirez, .. El Ministerio PUblico, como órgano del Estndo y 

cuyo fin es la conservación del orden jurídico y por lo tonto defensor de la sociedad, es 

irresponsable como tal, más sí pueden caer en responsabilidnd, tanto civil, como dis­

ciplino.ria y penal, los servidores públicos que Jo constituyen-. 13 

f) Característica de Buena Fe 

Ln buena fe y la equidad de una misma representación; por consiguiente, no debe estar 

al arbitrio de intereses particulares o polí1icos, pues no llenaria In fmalidnd que se le 

cÓnfiere y que se basa en Ja justicia y en el orden social. 

Se dice que Ja misión del Ministerio Público es de buena fe en el sentido de que no 

es su papel el de ningún delator, inquisidor, ni siquiera perseguidor o contendiente de 

Jos procesados. Su interés no es necesariamente el de acusnción o la condena, sino 

simplemente el de interés de Ja sociednd: la justicia ... Precisamente corno Ja sociedad le 

(12) Julio Acero. Procedimiento Penal. &J. Fortino Jaime, Ouadalajara, Jalisco, 1972, t>· 112. 
(13) Sergio Oarcfo Ratn{rcz. Op cit., p. 212. 
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interesa tanto el castigo del culpable como la inmunidnd del inocente, el Ministerio 

Público no puede ser un adversario sistemático del procesado''. 14 

Con lo señalado p:>demos establecer que son éstas lns características y principios que 

integran esta institución. 

V. LA LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL 
DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL Y SU REGLAMENTO. 

Es el Poder Ejecutivo el encargado de lns funciones de administración, específicamente 

caracterizados por la prestación de servicios públicos, debe velar por la conservación 

del orden y constribuir a In seguridad pública para garantizar a todo ciudadano el ejer­

cicio de sus derechos. 

Es así como el Articulo 73, Fracción VI, Base 5a., de nuestra Carta Fundnmentnl, en­

contramos el sustento para la creación de la Procuraduría General de Justicia del Dis­

trito Federal, cuya titularidad dependerá del Ejecutivo Federal. 

El citado precepto constitucional reza en los siguientes términos, en Jo que refiere n 

su parte conducente: MEl Ministerio Público en el Distrito Federal estará a· cargo de un 

Procurador General, que residirá en la ciudad de México, y del número de agentes que 

detennine la ley, dependiendo dicho funcionario directamente del Presidente de la 

República, quien lo nombrará y removerá libremente ... 

Como se desprende del artículo constitucional en citn, se hace evidente la depend­

encia del Procurador General al Ejecutivo Federal, ya que el mismo podrá nombrarlo y 

removerlo libremente, circunstancia esta liltimn que también encontramos en el 

Artículo 89, Fracción Segunda Constitucional, y que en su parte re1ativa nos dice: 

(14) Julio Acero. Op. cit. 
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Artículo 89.- lasfocultades y ob//gacio11es del Presidellle so11 las siguientes: 

JI.- Nombrar y remover libremente a los Secretarios del Despacho, al 

Procurador General de la República, al Gobemador del Distrito Federal, al 

Procurador de Justicia del Distrito Federal ... 

A mayor abundamiento, la Ley Orgánica de la Admi~istración Pública Federal vigente, 

ordenamiento jurídico que señala las bases de organización de la Administración 

Pública Federal, establece en su artículo 50, Segundo Párrnfo: "El Procurador General 

de Justicia del Distrito Federal dependeni directamente del Presidente de la República, 

y ejercerá los funciones que le asigne la ley". 

Esto último se fortalece con la propia Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal vigente y su Reglamento interior, que en su primer 

Artículo indican, respectivamente: 

Artfculo Jo.- lA Procurad11rfa general de Justicia del Distrito Federal, es la 

dependencia del Poder Ejecutivo Federal en la que se integra la institución del 

Ministerio Público del Distrito Federal y sus órganos a1Ltiliares directos, para 

el despacho de los asuntos q11e aquella le atribuyen los Artículos 21 y 73, 

Fracción VI, Base 5a. de la Co11srir11ció11 Política de los Estados Unidos 

Mexicanos el presente ordenamiento y las demás disposiciones legales 

aplicables. 

Artículo lo. - Ln Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, como 

dependencia del Poder Ejecutivo Federal, tiene a s11 cargo el ejercicio de las 

atrib11ciones conferidas al Mi11isrerio Público del Distrito Federal y al 

despacho de los asuntos, en términos de las disposiciones constitucionales de la 

Ley Orgdnica de la Proc11rad11ria General de J11sticia del Distrito Federal y 
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otras disposiciones legales, asi como los reg/amenros, decretos, acuerdos y 

órdenes del Presideme de la Rep1íblica. 

Explicado to anterior, nos limitaremos en las siguientes línens a tratar de manera sorne· 

rn la orgnniz:.nción y principales atribuciones de las diferentes unidades administrativas 

que integran a la Procuraduría Genernl de Justicia del Distrito Federal, en concordancia 

con su Ley Orgánica, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 12 de 

diciembre de 1983. y su Reg1nmento Interior, publicado en el mismo diario el 13 de 

agosto de 1985. 

PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal es la dependencia del Poder 

Ejecutivo en la que se integra la institución del Ministerio PUblico del Distrito Federal 

y sus órganos auxiliares directos, para el despncho de los asuntos que le atribuyen los 

Artículos 21 y 73, Fracción VI, Base Sa., de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el presente ordenamiento y las demás disposiciones legales 

aplicables. 

La institución del Ministerio Público del Distrito Federal, presidida por el 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal, en su caracter de representante so­

cial. tendní las siguientes atribuciones. que ejercerá por conducto de su titular o de sus 

agentes y auxiliares, conforme a lo establecido en el Articulo ?o. de In Ley Orgánica: 

Perseguir los delitos del orden común cometidos en el Distrito Federal; velar por 

la legalidad en In esfera de su competencia como uno de los principios rectores 

de la convivencia social, promoviendo la pronta, expedita y debida procuración e 

impa.rtición de justicia; proteger los inrereses de los menores, incapaces, nsi 
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como los individuales y sociales en general, en los ténninos que detem1inen las 

leyes; cuidar la corrcsla aplicación de las medidas en política crir.ninnl, en la es· 

fera de su competencia, y las demás que las leyes determinen. 

En la atribución persecutoria de los delitos, al Ministerio Público corresponde: 

a) En la averiguación previa: 

Recibir denuncias, ncusnciones o querellas sobre conductas o hechos que puedan 

constituir delito; investigar delitos del orden común con el auxilio de la policía 

preventiva; practicar las diligencias necesarias y allegarse n )ns pruebas que con· 

sidere pertinentes para 1n comprobación del cuerpo del delito y In probable 

responsabilidad de quienes en ello hubieren intervenido, para fundamentar, en su 

caso, el ejercicio de la acción penal; restituir al ofendido en el goce de sus 

derechos, provisional e inmedintamcnte, de oficio o a petición de parte inter-

053da, cuando esté comprobado en la averiguación previa el cuerpo del delito de 

que se trate, exigiendo garantías suficientes si se estimare necesario, y solicitar la 

aplicación de la medida precautoria de arraigo. 

b) En relación al ejercicio de fa acción penal: 

Ejercitar In acción penal ante los tribunales, las órdenes de aprehensión de los 

presuntos responsables cuando se reunan los requisitos del artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o bien de comparecen­

cia cuando así proceda¡ solicitar en los 1ém1inos del artículo 16 de la 

Constitución las órdenes de cateo que senn necesarias; detenninar los casos en 

que proceda el no ejercicio de la acción penal, porque no se satisfagan los requi­

sitos del articulo 16 y Jos previstos en las leyes de la materia, disponiendo el ar­

chivo de In averiguación; y poner a disposición de la autoridad competente sin 
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demora a 1ns personas detenidas en caso de flagrante delito o de urgencia, en los 

términos a que aluden las disposiciones constitucionales y legales ordinarias. 

e) En relación a su intervención como parte en el proceso 

Remitir (11 órgano jurisdiccional que lo haya so1ichado a las personas aprehen­

didns en cumplimiento de uno. orden dictada por éste, en los términos señalados 

por el articulo 107 Fracción XVIII, Pnrrafo Tercero de la Constitución Política 

mexicana; pedir el aseguramiento precautorio de bienes, para los efectos de In 

reparación del daño; aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso las 

diligencias conducentes al debido esclarecimiento de los hechos, a la 

comprobación del delito, de In responsabilidad de quienes hayan intervetúdo, de 

la existencia del daño y a la fijación del monto d~ su reparación; fonnular con­

clusiones en le. 'i ténninos señalados por la ley y solicitar la imposición de las 

penas y medidas que corespondan y el pago de la reparación del daño; interponer 

los recursos que la ley concede y expresar tos agravios correspondientes, y las 

derruis atribuciones que le señalan las 1.eyes. lS 

SUBPROCURADURIA DE A VERIGUAC!ONES PREVIAS 

El Subprocurodor de Averiguaciones Previas tendrá adscritas a su cargo y respon· 

sabilidad las Direcciones Generales de Averiguaciones Previas, de Policía Judicial y de 

Servicios Periciales y ejercerá las funciones correspondientes a las atribuciones del 

Ministerio Público a que se refiere el Apartado .. A .. del Artículo 3o. de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

Dichas atribuciones serán: 

(15) Ley Orgdnica de la Proc11radurfa General deJusticÍtJ del Distrito Federal. Artfculos lo. y 3o. 
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Recibir denuncias, acusaciones o querellas sobre conductas o hechos que puedan 

constituir delitos del orden comün en el Distrito Federal, asegurando el efectivo 

esclarecimiento de los hechos delictivos, bajo el auxilio de In Po1icín Judicial y 

con el apoyo de las opiniones periciales, actuando con el estricto apego al 

derecho y promoviendo la pronta, expedita y debida procuración de justicia. 

SUBPROCURADURIA DE PROCESOS 

El Subprocurador de Procesos tendrá adscrita a su cargo y responsabilidad In Dirección 

General de Control de Procesos y ejercerá las funciones correspondientes a lns 

atribuciones del Ministerio PUblico que se refieren los Apartados .. s•· y .. C .. del 

Articulo 3o. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal. 

Esta Subprocuraduria deberá garantizar el cabal ejercicio de In acción penal y In 

efectiva representación social en los juicios que se ventilen ante los órganos del Poder 

Judicial, asi como la debida atención social a detenidos y la canalización institucional o 

familiar de las victimas, incapaces o extraviados, que se remiten o lo soliciten. 

CONTRALORIA INTERNA 

A la Contraloria Interna corresponde cstnblcer e introducir sistemáticamente las nor­

mns y los lineamientos que den plenitud al principio de renovación moral de la 

sociedad, proyectando una imagen positiva y transpnrcnte del manejo de los recursos 

institucionales. 

DIRECCION GENERAL DE AVERIGUACIONES PREVIAS 
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Esta Dirección General deberá implementnr la integración, pcñeccionamiento y 

resolución de las averiguaciones previns 1 motivadas por denuncia o querella de hechos 

ilícitos. 

DIRECCION GENERAL DE POLICIA JUDICIAL 

Se encargará de asegurar el auxilio efectivo y oportuno al Ministerio Público y 

autoridades de los órganos del Poder Judicial durante la investigación de hechos y con­

ductas delictivas. 

DIRECCION GENERAL DE SER VICIOS PERICIALES 

Proporcionará apoyo técnico-científico, requerido por el Ministerio Público, la Policía 

Judicial y demás autoridades del fuero común para la comprobación de la verdad 

histórica de los hechos delictivos sujetos a investigación. 

DIRECCION GENERAL DE CONTROL DE PROCESOS 

Asegurar durante los procesos penales la sustentación de la Ley penal ejercida y la ex­

igencia de la reparación del daño, coadyuvando al logro de una auténtica procuración 

de justicia, mediante la realización de acciones orientad ns a brindar ayuda social tanto a 

las víctimas como n los victimarios del delito involucrados en los hechos denunciados 

ante el Ministerio Público. 

DIRECCION DE CONSIGNACIONES 

Le corresponde lograr una auténtica procuración de juSticia garantizando la más alta 

calidad técnico-jun'dica de las averiguaciones previas, en que se propone el ejercicio 

de la acción penal. 

DIRECCION DE REPRESENT ACION SOCIAL EN LO FAMILIAR Y CML 
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Asegurar 1a continua y efectiva vigencia en los juicios familiares y civiles instruidos en 

el órgano Jurisdiccional, y coordinar las actividades encomendadas por la ley ni Mini­

steño Público en el área respectiva. 

DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION Y RECURSOS HUMANOS 

Proporcionar la máxima optimización posible en el manejo y canalización de los recur­

sos humanos, finacicros, materiales y técnicos con que cuenta la institución. 

DIRECCION DE ADMINISTRACION 

Ofrecer una fonna eficiente y oportuna a la prestación de servicios administrativos que 

demandan lns actividades de cada una de las unidades que confonnan la Procuraduría. 

DIRECCION DE RECURSOS HUMANOS 

Aplicar un proceso sistemálico e integrado para el aprovechamiento óptimo y racional 

de los recursos humanos, así como para el ejercicio honesto y eficiente de sus fun­

ciones y actividades, con el propósito de cumplir con los objetivos y metas de la 

institución. 

DIRECCION GENERAL TECNICO JURIDICA Y DE SUPERVISION 

Deberá dar el apoyo que en maleria jurídica soliciten el Procurador y demó.s personal 

de la inslitución, fungiendo a su vez como representanle legal en los asuntos en que Ja 

misma sea parte. 

DIRECCION DE PROGRAMACION DE ACTIVIDADES Y RECURSOS 

Asegunir que las aclividades de la Procuraduría encuadren en un proceso sistemñ1ico de 

planeación que facilile la fijación y jerarquización de prioridades y metas, la 

renovación estructural de la Procuraduría. así como la evaluación cuantitntiva y 
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cualitntiva de las actividades inherentes al quehacer institucional; asimismo contribuir 

al fortalecimiento de la procuración de justicia a través del disefio de e implementación 

de un sistema electrónico de datos, que permita la obtención de infonnación confiable 

y oportuna para la toma de decisiones. 

DIRECCION DE COORDINACION INTERNA 

Proveer las medidas necesarias para alcnnz.o.r la mayor eficacia, eficiencia y trascenden­

cia en el desarrollo y coordinación de las funciones inherentes al flujo diligente, ex­

pedito y adecuado de los asuntos que conozca y atienda la institución del Ministerio 

Público. 

DIRECCION DEL INSTITUTO DE FORMACION PROFESIONAL 

Se encarga de la profesionalización de la función pública encomendada a la 

Procuraduría, impulsando la innovació, fonnación y desarrollo profesional de los ser-

vidores públicos, mediante acciones de selección. investigación. intercambio 

tecnológico y producción documental. 

DIRECCION DE PRENSA Y DIFUSION 

Auspiciar el incremento y fortalecimiento de la imagen de la institución. 

VI. CODIGO PENAL 

Nuestra ley sustantiva penal en su articulo 7o. define el delito diciendo: Delito. es d 

acto u omisión que sa11cio11an las leyes penales, y sabemos que éstas sancionan todos 

aquellos actos u omisiones que en alguna forma, directa o indirectamente, atentan con­

tra el orden o la estabilidad social. Por esta causa la persecución de los delitos cor­

responde al Estado. porque cuenta con el mando de la fuerza pública, o sea el medio 
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para hacer cumplir sus detenninaciones y castigar a los infractores de la Ley, 

imponiéndoles las penas a que se han hecho acreedores. 

Bajo tres fonnas o sistemas se ha organizado el procedimiento penal: el Inquisitorial; 

el Acusatorio y el Mixto. 

En el sistema inquisitorial no hay acusador. El juez procede por denuncia, de In 

acción secreta, fama pública o simples sospechas. El mismo juez prtacticn In 

averiguación, examina testigos, ordena cateas, inspecciona lugares y utiliza todos los 

medios a su alcance para condenar o absolver; como no hny acusación, el reo ignora In 

causa del procedimiento y no conoce los cargos que se le hacen, sino hnsta que el 

proceso está muy adelantado y a veces concluido. 

El sistema acusatorio se caracteriza por la existencia de nn acusador público, que 

ejercita una acción popular. En este sistema los dos partes, acusador y reo, presentan los 

pruebas que favorecen su pretensión y el debate es oral y público ante el juez, que se 

conserva imparcial, sin tomar partido ni por uno ni por otro. 

De ta combinación de los diversos elementos en estos dos sistemas surgió el 

procedimiento penal mixto, comprendiendo el ejercicio de la acción penal también a su 

acusador público. Este sistema que surgió a raíz de la Revolución Francesn, se divide 

en dos partes principales: la averiguación sumaria o instntcción preliminar de tipo in­

quisitorial , aunque con modiílcaciones profundas; y la segunda, el juicio con pruebas y 

debates públicos, orales y contradictorios, correspondiendo, como digo antes, el ejer­

cicio de la acción a un acusndor público, 

Nuestra legislación ha adoptado el sistema acusalorio y divide su procedimiento en 

tres panes: la primera, es simple policia en que por medio de una encuesta inicial, se 

practican las primera diligencias, se comprueba el cuerpo del delito, es decir, la 

presunción de haberse cometido un hecho punible. La segunda es la instrucción a cargo 

de un funcionario que ejerce jurisdicción y es denominado juez, con facultad para 
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decretada IB fonnal prisión o In libertad por falta de méritos¡ y la tercera, es el juicio 

propiamente hecho. en donde habiendo acusación y decreta la fonnal prisión, el juez, 

de acuerdo con las pruebas rendidas en la instrucción, elabora su proyecto de sentencia, 

el que pone a consideración de un cuerpo colegiado (Corte Penal), quien decide sobre 

la pena que debe imponerse ni reo, o sobre la absolución en su caso. 

Pero, volviendo concrelnmente al lemn, diré que el Estado, concienle de su rcpon­

sabilidad y de su fun_ción, creó al Minislerio Público como órgano ni cunl confiar sus 

facultades y representación en el procedimiento sefü1Jado anteriormente, por lo que, en 

mi concepto, la función más importante del Ministe1io Püblico en In actualidad reside 

en mnleria penal. Su intervención en los juicios penales se justifica, a mi parecer, en el 

sis1ema constitucional de la división de poderes; así se entiende la primera parte del 

articulo 21 constilucional que en su parte relativa dice: .. La persecución de los deliros 

incumbe al Ministerio PUblico y a 13 Policia Judicinl...", atribuyendo la imposición de 

las penas exclusivamente al Poder Judicial. 

Pero la ley ha querido 31 mismo tiempo no abandonar a los delincuentes n un arbilrio 

absoluto. a la venalidad, a la mala fe o al abuso de las autoridades. Por el contrario, ha 

querido colocarlos al amparo de la ley misma y justifica su sentimiento a través del 

Ministerio Público, en quien el Ejecutivo delega su representación para obtener el ex­

acto cumplimiento de la ley, al mismo liempo que como representante de In sociedad 

cjercile su acción en la persecución de los delitos y en el cumplimiento de las penas 

que impone el Poder Judicial, por ser a quien corresponde velar y exigir el cumplimien­

to exacto de las leyes y, como ambas cosas son de derecho público, se hn dado esa 

acción al Ministerio Pl1blico con In representación de Ja sociedad; pero como In 

sociedad no sólo se inleresa en que s~ cas1iguc a los culpables, sino también en que se 

absuelva a los inocen1es1 reintegrándolos ni seno de la misma como seres útiles a la 

comunidad, ha otorgado jus1ificadamen1c ni Ministerio Püblico el derecho, que también 
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es obligación, de pedir no sólo el castigo de los delincuentes, sino la absolución de los 

acusodos cuando se prueba su inoceñcia, o cuando las pruebas y constancias procesales 

no sean lo bastante claras y eficaces para considerarlo responsable del delito que se le 

imputa. 

VII. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
El artículo 133 del Código Federal de Procedimientos Penales dn ni ejercicio de In 

acción penal contenido análogo al que hemos señalado. 

El articulo en cita dice: 

... en ejercicio de la acción penal, corresponde al Ministerio Público: 

Jo. Promover la it1coacid11 del procedimiemojudicial; 

2o. Solicitar las órdenes de comparecencia para preparatoria y las de 

aprelzensión que sean procedemes; 

3o. Pedir el aseguramiento precautorio de bienes para los efectos de Ja 

reparación del dai'Co; 

4o. Rendir las pruebas de la existencia de los delitos y de la responsabilidad de 

los inculpados; 

5o. Pedir la aplicación ele las sanciones respectivas, y 

60. En general, hacer todas las promociones que sean conducentes a la 

tramitación regular de los procesos. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distñto y Territorios Federales, .. Art. 

2o.", al aludir al ejercicio de In acción penal, también registro las ideas que hemos ex· 

puesto, pero por no tomar en consideración la buena fe de la institución del Ministerio 

Público con poen técnica incluye en el ejercicio In solicitud de In libertad de los 

procesados. En purismo docu;nal esta solicitud tiene la esencia de un desistimiento, y 

no de ejercicio de la acción penal. 



83 

En resumen, podemos definir In acción procesal penal, o lo que es Jo mismo, el ejer­

cicio de la acción penal, como un conjunto de actividades realizadas por el Ministerio 

Público ante un órgano judicial, con la finalidad de que éste, a la postre pueda declarar 

el derecho de un acto que el propio Ministerio Público estima delictuoso. 

Lo definción dada nos ofrece los siguientes elementos: 

n) Un conjulllo de actividades; 

b) Una finalidad, y 

e) Un poder del que están investidas estas actividades. 

Las actividades consisten en hacer detemtinadns gestiones ante el órgano jurisdic­

cional. Ellas son realizadas por el Ministerio Pübtico y se orientan a la finalidad que 

señalamos como segundo demento. La actividad es el cuerpo de la acción procesnl 

penal (del ejercicio de In acción penal), o mejor dicho, el elemento que por poder cap­

tarlo con los sentidos integra lo que bien podría llamarse elemento material. en el cual 

no es posible encontrar el principio o el fin de In acción procesal penal. Esto nos per· 

mi te resolver en forma bastante senci11a el problema que se escuda en la interrogante ya 

trilJada de cuándo nace el delito y cuándo la acción penal. 

La acción penal mice con el delito y la acción procesal penal se inicia cuando prin­

cipian las actividades anle el órgano jurisdiccional con la tinalidadde que declare el 

derecho en el caso en concreto, extinguiéndose cuando cesan )ns actividades, es decir, 

refiriéndose a nuestro procedimiento legal y a una cosa en que no se interrumpe In 

secuela normal del procedimiento, la accicin penal procesal principia con la 

consignación y tern1ina con el acto realizado por el Ministerio Público, que procede a la 

sentencia firme. Así pues, si es exacto que la accicin penal nace con el delito, es inexac­

to que la acción procesal penal nazca con el. 

Ahora pasaremos a analizar las principales características del Ministerio Público. 
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Una de ell~s que concede es que la acción procesal penal es pública. ya que en su 

genera1idad tiene como consecuencia velar por los intereses privados. Otra de las 

características más sobresalientes de nuestro estudio es que la acción penal es in­

divisible, esto quiere decir que tanto el derecho de castigar como el ejercicio de aquél, 

alcanza a todos los que han cometido el delito sin distinción de personas. 

Podemos decir al respecto que con 1:i acción pr:ocesal penal se persiguen varias 

finalidades, las cuales se han solicitado unas a otras de manera forzosa y necesaria. 

Para esto seguiremos al maestro Rivera Silva, ya que desmiente prcfectnmente bien 

cada una de las finalidades más sobresalientes que emanan del ejercicio de la acción 

penal. Como primera finalidad señala la siguiente: 

la. El lograr que el orden jurisdiccional actúe, que la maquinaria judicial se ponga en 

movimiento. A su vez, esta finalidad persigue el objeto de que el juzgador decida sobre 

determinada situación que se le palntea, convirtiendo, en su caso, el .. delito real .. en 

.. delito jurídico" y aplicando las consecuencias correspondientes. Para obtener cstn 

finalidad, el Ministerio Público, al perfeccionar el ejercicio de su acción procesal penal, 

fija al tribunal los extremos que él estima se deben enlazar: por una parte el hecho con· 

creta, y por otra, el precepto jurídico aplicable. 

Lo anterior nos lleva a aseverar que la segunda finalidad buscada con la acción penal 

es hacer efectiva una relación entre un hecho y un precepto jurídico o, como diría 

Florian, obtener la decisión sobre una detenninnda relación de Derecho Penal. 

Pasando al estudio del tercer elemento, nos encontramos con que la acción procesal 

penal tlevn en sí misma poder de obligar ni órgano jurisdiccional a que decida sobre 

una situación concreta que se le plantea. Por esto podemos decir que quien tiene In 

acción penal, tiene poder paro poner en movimiento la maquinariajudicinl, pero que ste 

poder no debe entenderse como potestad arbitraria del órgano que tiene la acción penal, 

para hacerla valer, sino como facultad que le impone la ley. En México, la suprema 
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Corte ha hecho de la exclusividad que tiene el Ministerio Público para ejercitar la 

acción penal, un poder absoluto que no obedece mós pautas que las del capricho del 

mismo Ministerio Público. Esta interpretación es del todo errónea, pues In acción 

procesal penal está sujeta al principio de la legalidad, y si bien es cierto que no procede 

al amparo por fo.Ita de ella, también lo es que esta improcedencia obedece a que no se 

viola ninguna garantía individual, mñs no el hecho de que el Ministerio Público sea el 

tinico encargado de ejercitar la acción penal aún en fonna caprichosa. 

Ya que se ha explicado la acción procesal penal, paro su cabal comprensión resta por 

señalar cómo y cuándo se actualiza o, lo que es lo mismo, indicar los motivos que la 

provocan. 

Los motivos que engendran la acción procesal penal son lo mismo que los propues· 

tos lógicos, los cuales pueden ser mediatos o inmediatos. 

Los mediatos son: 

l.· La comisión de un hecho delictuoso, con lo que surge el derecho persecutorio, en 

concreto: la acción penal. 

II.· Que un acto sen dado a conocer por denuncia o querella a la autoridad invcs· 

tigadora, y 

111.· Que la autoridad investigadora averigue las características del acto y la 

imputación que del mismo se pueda hacer n una persona, así como la culpabilidad de 

ésta. 

Como presupuesto inmediato o, lo que es lo mismo, el suceso que directamente 

motiva ni ejercicio de la acción penal (acción procesal penal), tenemos la creencia dd 

propio Ministerio Público de poseer el derecho (acción penal) para exigir la aplicación 

de una sanción, en virtud de que basado en la averiguación, estima que existe un .. delito 

real .. y que datos de los cuales se desprende la responsabilidad de un sujeto o sujetos. 
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Para entender con claridad lo relacionado con la motivación directa del ejercicio de 1n 

acción, es necesario aclarar previamente los siguientes puntos: 

En primer lugar, se deben separar con toda pulcrlrnd tres conceptos que hasta 

nuestros días no han sido objeto de estudio especial. Estos tres conceptos son: el de lito 

real y el delito jurídico, El de1ito legal es un afonna de conducta prevista en la ley 

penal como motivo de ciertas consecuencias también previstas por In ley. 

El .. delito real" es un acto en el que parte de él encaja con exactitud en una de las 

formas de conducta previstas en In ley (delito legal). 

El .. delito jurídico .. es el neto que el órgano jurisdicciom'I ha declarado delictuoso. 

Desde luego se debe advertir que el "delito rear·. si bien hace nacer In acción penal 

en concreto, no surge por ningün efecto jurídico º• lo que es lo mismo, no engendro 

con su simple vida la aplicación de las consecuencias que la ley fija. El único que 

produce efectos jurídicos es el .. delito jurídico". Los tres delitos mencionados se 

pueden distinguir fácilmente por el tiempo en que nacen: el legal es anterior al acto que 

puede calificarse, el jurídico es posterior a dicho neto, y el real es concomitante con el 

acto.por ser el acto mismo. 

En segundo lugar, se debe recordar que el Estado vela por la annonfa social, evitan· 

do la comisión de los delitos o ap1icnndo las consecuencias que la ley establece en los 

casos en que se cometen delitos y que el Ministerio Público (aludimos únicamente a la 

materia penal), representa a la sociedad y vela por los intereses de ésta, buscando la 

aplicación de las consecuencias previstas por ni ley. 

Con lo anterior ya podrá comprenderse que el Ministerio Público nctúnen cuanto 

tiene noticias de In comisión de un acto reputado como dclictuoso, e inicia el ejercicio 

de la acción penal cuando la investigación se ha practicado, infiere la existencia de un 

.. delito real" y la posible responsabilidad de alguien. Es ésta, la estimación sobre la ex· 

istencin de un delito real, la que, como ya lo expresamos. motiva directamente la 
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inicinción de la acción procesal penal, siendo infundada la tesis que intenta nu1ificar 

1111estro pensamiento, con la nseveración de que la sentencia absolutoria dcstniyc la 

estimación del Ministerio Público y, sin embargo. hubo acción procesal penal, In cual 

se basó en la estimación de que un hecho era delictuoso y que, en consecuencia, se 

tenia derecho a exigir la declaración judicial del castigo. El derecho (acción penal) nace 

con el delito, pero la acción procesal penal tiene su supuesto inmediato en In estimación 

(creencia basada en pruebas) de que un hecho es delictuoso y un sujeto responsnb)e. 

La tesis sostenida no acepta la posición de algunos autores franceses que afinnan que 

la sospecha sirve de base a la acción penal, pues nosotros insistimos en que el Mini­

sterio Público debe ejercitar la acción penal cuando estime y no cuando sospeche la 

presencia de un .. delito real". 

Es menester, para concluir In gloso de la esencia de la acción procesal, reiterar que 

no debe confundirse con el derecho en abstracto que posee el Estado para castigar a los 

delincuentes, ni con el derecho en concreto que surge con la comisión de un delito 

(acción penal). 

Los derechos pertenecen ni mundo nonnntivo, In acción procesal pennt es fruto del 

mundo de la facticidad. Los primeros integran cultura objetiva en tanto que la acción 

procesal penal es historia, que tuin con compromisos con la primera, tiene inde­

pendencia y perfiles propios. 

Resumiendo todo lo expuesto sobre el motivo directo de In acción penal, podemos 

llegar a las siguientes conclusiones: 

a) La acción procesal penal no nace forzosamente con el delito; 

b) La acción procesal penal nace con la actividad que el Ministerio Público realiza 

ante el órgano jurisdiccional para que éste aplique la ley al caso concreto; 

e) El .. delito real .. , entendido como tal por el Ministerio Pliblico, motiva de manera 

inmediata la acción procesa.) penal. 
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Lo anterior implica dos factores: un acto y una estimación hecha por el Ministerio 

PUblico en el sentido de que este acto informa un "delito real ... 

Así pues, no todo .. delito real" engendra por si mismo la acción procesal penal. 

d) El .. delito jurídico" no puede motivar la acción procesal penal, por ser algo 

posterior n Ja misma acción. La ausencia del delito jun'dico no invalida la afirmación 

de que el acto estimado como .. delito real" por el Mil).isterio Público es el que motiva la 

acción procesal penal; 

e) Ln sospecha no motiva la acción procesal penal, como afinnan varios autores 

franceses. El Ministerio Público nctúa por creencia absoluta de la existencia del .. delito 

real" y no por simples conjeturas, y 

f) Ln acción procesal penal es diferente del derecho en absracto, y en concreto, de 

castigar. 

Para esto podemos concluir que el Ministerio Público debe apegarse a los preceptos 

constitucionales, auxiliándose naturalmente de la policía judicial pnra que ésta sirva 

como el medio de investigación, dando como resultado que el Ministerio Público, una 

vez que se han cumplido los requisitos que hemos mencionndo9 exige al órgano judicial 

para que se encargue de impartir justicia y en esta fonna pueda el Ministerio Público 

ser un vigilante en todos las procesos penales, civiles, etc. 

Cumpliendo con todos los principios a que hemos aludido, podni decirse que el Min­

isterio Público cumple con la responsabilidad que se le ha encomendado como defensor 

de los intereses sociales y así se origina una fommla que protege debidamente nl in­

dividuo. 



CAPITULO IV 
LA FUNCION DEL MINISTERIO PUBLICO 

EN EL DERECHO PENAL 

l. FUNCIONES Y FACULTADES CONSTITUCIONALES 
DEL MINISTERIO PUBLICO 

Si bien es cierto. que nuestra ley orgánica de In Institución del Ministerio Público nació 

de nuestro Constitución Politicn Mexicana, considero pmdente apuntar el significado 

tan importante que tiene una constitución ya que su función tiene objeto principal de 

salvaguardar las libertades humanas. 

Para ello podemos hacer diferentes clnsificnciones de autores Mexicanos y extran· 

jeras, teniendo como objeto llevar a cabo una definición que satisfaga por lo menos su 

significndo esencial. 

Puedo definir a la Constitución Política Mexicana, como In nonna Suprema de un 

Estado que garantiza los derechos de los hombres, fija los principios jurídicos para 

designar a los órganos de los tres poderes de la urúón y tutela a mexicnnos y extran­

jeros en lo concerniente a las garantías individuales para el goce de sus libertades e im­

pida el abuso del poder, creando un equilibrio entre el Estado y sus ciudadanos; en 

suma, es la constitución, el ser jurídico de la nación. a través de cuya expresión el Es­

tado y In sociedad armoniza sus ideales de modo que al fundirse en la realidad, con­

cretan ideales y propósitos, alcanzando la superior jerarquin de una conducta jurídica 

que garantiza las funciones libertades humanas y los supremos intereses de In vida 

nacional para disfrutar los dones naturales de la existencia y las honorables de la 

especie. 
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Seg1in dice el maestro Felipe Tena Rnmítez, crean y orgnniz:m a los poderes 

públicos supremos, dotándolos de competencia, es por lo tanto, el contenido mínimo y 

esencial de todn Constitución. 

Desde el punto de vista material, las constituciones del mundo occidentales in~ 

spiradas en la norteamericana y la francesa, han orgnnizndo el poder público con In 

mira de impedir el abuso de poder. De aquí que la estructura de nuestra Constitución, 

como la de todas las de su tipo, se sustenten dos principios capitales: Primero, In liber­

tad del individuo es ilimitada por regla general, en tanto que la libertad del Estado para 

restringirla es limilada en principio; segundo, como complemento indispensable del 

postulado anterior, es preciso que el poder del Estado se circunscriba y se encierre en 

un sistema de competencia. 

Como podemos analizar en los diferentes significados de la Constitución. podemos 

decir la importantísima misión que nuestra Constitución Política, ya que de ellas 

depende el respeto n nuestras leyes, aplicando debidamente sus preceptos y en garan­

tiznr la tranquilidad social de nuestros ciudadanos. 

Las funciones y facultades del Ministerio PUblico de nuestras leyes vigentes, están 

debidamente trazadas en nuestra Constitución ya que en sus artículos 21 y 102 crea.o 

las bases para su funcionamiento. 

Muchas y muy grandes son las Facultades que los Artículos Constitucionales men­

cionados otorgan al Ministerio PUblico, pero también grande debe ser el sentido de 

responsabilidad que debe reunir todos y cada uno de sus componentes. Es de notarse 

que el Ministerio PUblico es el jefe nato de Ja Policía Judicial, siendo ésta una 

carncteristica que le fue otorgada por nuestra Constitución; ya que anterionnente 

dependería directamente del juez y en la actualidad se considera que éste no tiene facul­

tades más que para juzgar, y por lo tanto ni no poder hacer investigaciones, 
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lógicamente la policía judicin1 tendrá que depender de aquel n quien complete la 

investigación. 

Son tantas las facultades de la Inslilución que, como lo mnnifestnmos anterionnente 

el problema de su buena marcha estriba principalmente en In calidad de los que la in­

tegran, ya que es necesario que sean funcionarios honrados, y sobre todo, que se den 

cuenta de una manera clara de su responsabilidad ante In sociedad. 

Para continuar con este tema, juzgo necesario hacer mención a In función inves­

tigadora; esta le está atribuida al Ministerio Púb1ico; y se encamina a encontrar todos 

aquellas pruebas indicadoras de la comisión real de delitos y el grado de respon· 

snbilidad de los partícipes para poder asi estar en posibilidad de demandar la 

intervención de la autoridad jurisdiccional para que cumpla con su mandato. 

Ln fundamentación constitucional de la función investigadora tanto del Ministerio 

Ptib1ico, como de In Policía Judicial, se encuentra plasmada en el artículo 21 de In Cnrtn 

Magna, que a la letra dice: 

Art. 21. La imposicfrí11 de las peuas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial. La persecución de /ns delitos incumbe al Ministerio P1i/Jlico y a la 

Policía Judicial, la cual estard IJajo la autoridad y mandn inmediato de aquel ... 

Como antes hemos dicho, la función investigadora atribuida por mandato de la Ley ni 

Ministerio Público y a· la Policía Judicial bajo sus órdenes inmediatas, con exclusión de 

cualquier otra entidad ya sea ptiblica o privada de cuya importancia hemos quedado 

debidamente impuestos en pñrrafos anteriores, deriva incuestionnblemente de que In 

acción penal tiene como presupuestos forzosos y necesario para su desarrollo, el resul­

tado concluyente y lógico de la indagación y circunscrita a conocer si un individuo es 
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efectivamente responsnb1e y por lo tanto si se ha hecho acreedor ni castigo señalado en 

lo ley. 

Podemos indicar que después de practicada y agotada la averiguación previa si se 

comprobó que el hecho denunciado al Ministerio Públic~ es un delito sancionado con 

pena corporal y en igual fonnn la presunta culpabilidad de su autor, quedando dichos 

extremos satisfechos con las pmebas neccsarins q~e demuestran evidentemente su 

comisión surge por mandato constitucional la obligación ineludible del órgano 

promotor de la acción penal, de consignar el caso a un juez competente, demandando 

con su impulsión o gestión la indicación del procedimiento judicial. 

Siguiendo ni maestro Manuel Rivera Silva, este periodo en que se divide el 

procedimiento penal, corresponde al llamado de preparación de acción, que principia 

con la investigación y tennina con la consignación. El contenido del mismo está repre­

sentado por toda una serie de actividades desarrolladas por y ante el Ministerio Público 

y la Policía Judicial a su servicio y reglamentados debidamente en los Códigos 

Procesales del Distrito Federal, respectivamente. 

La actividad investigadora está regida por ciertos principios que son los de 

oficialidad y legalidad, siendo además público. 

Tan pronto como el Agente Investigador tiene conocimiento de que se ha cometido 

un delito, proceden recabar todos los datos. interroga tanto el ofendido como al presun­

to responsable, a los testigos, recoge los instrumentos del delito; dn fe de los huellos y 

daños materiales; solicita la cooperación del laboratorio científico de Investigaciones, 

para que esta dependencia le ayude en lo que se refiere a In técnica policiaca; en fin, 

renlizn una serie de actividades tendientes n comprobar el cuerpo del delito, nsí como In 

presunta responsabilidad. 

El Ministerio Público actúa como autoridad en Ja investigación de hechos y es 

auxiliado en dicha función, por el ofendido, los peritos, los terceros y principalmente 
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por la policía judicial, la cual por mandato Constitucional se encuentra bajo su 

autoridad y mando inmediato. 

El Artículo 21 Constitucional, otorga por su parte atribución privativa al Ministerio 

Público, el monopolio de la función investigadora, por otra una garantía para los in­

dividuos, pues sólo el Ministerio Público puede investigar los delitos, de modo que la 

investigación se inicia a partir del momento en que el Representante Social tiene con­

ocimiento de un hecho posiblemente delictivo, a través de una denuncia o una querella. 

César Osario y Nieto expone, entre los requisitos de procedibilidnd, la acción inves­

tigadora del Ministerio Público, a la denuncia, como a continuación se expresa: 

Los requisitns de procedibilidad son las condiciones legales que deben 

cumplirse para iniciar u11a averiguación previa y e11 su caso ejercitar la acción 

penal contra t!/ respmL'iable de la cm1ducta típica. LA CmL\"titucidn polftica de 

los Estados Mexicanos alude en su articulo 16 como requisitos de 

procedihilidad, la de1111ncia, la acusación y la querella. 

a) Denuncia. Concepto. 

Es la comunicación que hace cualquier persona al Ministerio Público de la posible 

comisión de un delito perseguible por oficio. 

B) Acusación. Concepto. 

Es la imputación directa que se hace a persona determinada de la posible comisión 

de un delito, ya sea perscguible de oficio o a petición de la víctima u ofendido. 

C) Querella. Concepto. 



La querella puede definirse como una manifestnción de voluntad de ejercicio potes­

tativo, formulada por el sujeto pasivo o el ofendido con el fin de que el Ministerio 

Público tome conocimiento de un delito no perseguible de oficio, para que se inicie e 

integre la averiguación previa correspondiente y en su caso ejercite la acción penal. 1 

Todas las ·diligencias que practica deben constar en acta circunstanciada, dentro de la 

función que estamos estudiando, el Ministerio Público puede llegar a alguna de las 

siguientes detenninaciones o resoluciones: 

a) Ejercicio de la acción o consignación: 

En el caso de que el Ministerio Público estime que se encuentran reunidos Jos 

elementos que señala el articulo 16 Constitucional, ejercitará Ja acción penal consig­

nando Jos hechos ante la autoridad jurisdiccional correspondiente. 

b) No ejercicio de Ja acción penal: 

La averiguación previa puede no Jlegar a la consignación y en cons~ucncia, llegar a 

las siguientes hipótesis: 

1) No ejercicio de la acción penal, comunmente llamada consulta de arclúvo, y que 

puede presentarse en los siguientes casos, según lo establecen Jos Artículos Jo Bis, del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 3o Apartado B, Fracción 

ll, de Ja Ley Orgánica de Ja Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 

vigente, cuando se demuestra plenamente que el inculpado actuo en circunstancias que 

excluyen Ja responsabilidad penal o porque no se satisfagan Jos requisitos del Articulo 

16 Constitucional y los previstos en las leyes de materia, es decir, en los casos de 

prescripción, perdón y consencimiento del ofendido en los delitos de querella, cuando 

(1) César Osorio y Nieto. ÚJ Al-·eriguaci611 Prei•ia. &l. Porrúa, México, 1990, p. 7. 
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el delito no haya existido o porque existiendo no sea imputable ni inculpado, amnistía o 

muene del inculpado. 

Cuando se fonnule el proyecto de acuerdo de no ejercicio de acción penal o consulta 

de archivo, se cieará al denunciante, querellante u ofendido por el delito parn que for­

mule por escrito las observaciones procedentes y en caso de que desvirtúe lo causa en 

que se apoye el proyecto de acuerdo de No ejercicio de la acción penal, éste quedará 

sin efecto y se continuará la integración de la averiguación previa; pero si el denun­

ciante, quercllente u ofendido no presenla observaciones o si las que presenta no 

dcsvirtUan la causa, se resolverá en definitiva el no ejercicio de la acción penal. 

Es importante señalar que para que proceda el acuerdo definitivo del no ejercicio de 

la acción penal o consulta de archivo, se debe agotar la práctica de diligencias en la 

averiguación previa correspondiente, o en su defecto, pueden faltar diligencias por 

praclicnr, por diílcultad malcrial ir.salvable, según ya lo mencionamos ni hncer refcr· 

encia a las disposiciones legales aludidas. 

2) No ejercicio de la acción penal o consulta de reserva, que tiene lugar, en ténninos 

generales, en aquellos casos en los que se han practicado todas las diligencias 

necesarios para aclarar los hechos que fueron materia de denuncio o querello y acreditar 

el cuerpo del delito y la presunla responsabilidad de alguien, sin que se logre hasta ese 

momento una u otra cosa, pero con posibilidades que en el futuro aparezcan nuevos 

elementos que pcnnitan al Minislerio Público llegar hasla la consignación de los 

hechos. 

También puede acordarse la consulta o resolución de reserva en aquellos casos en 

que el Ministerio Público se percala que falla por satisfocerse un requisilo de 

procedibilidad, que podría ser, por ejemplo, la querella en los delilos perseguibles a 

pelici6n de parte ofendid:i, etc.; pero una vez llenado este elemento, se perseguirá con 

averiguación previa y si a consideración del Representante Social ya se encuentran 
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satisfechos los requisitos del Aniculo 16 Constitucional, ejercitará ra acción penal ante 

el órgano jurisdiccional. 

Para la comunicación del proyecto de resolución de reserva, se citará al denunciante 

o querellante, hnciendole saber el mismo. y se le requerirá aporte la mayor infonnación 

o si habiéndola presentado no es suficiente para continuar el trámite de averiguación 

previa, se girará orden de investigación a la policía judicial y se dictará el acuerdo de 

reserva, fundado y motivado, pero si alguna vez aprobada la resolución de reserva, se 

presenta la posibilidad de continuar In averiguación previa, se recabará el expediente y 

se seguirá el trámite que corresponda. 

La función de investigación del Ministerio Público, en el Distrito Federal, es llevada 

a cabo por la dirección General de Averiguaciones Previns y la Dirección de Consig~ 

naciones, con la ayuda de la Dirección General de Ja Policía Judicial y la Dirección 

General de Servicios Periciales. 

FUNCIONES 

a) Función Persecutoria 

La principal y más importante función del Ministerio Público es la persecución de los 

delitos y pedir el castigo de los delincuentes; es decir, es el único encargado de ejercitar 

la acción penal. El Artículo 2o. del Código de Procedimientos Penales dice: 

Al Ministerio Público corresponde el ejercicio exclusivo de fo acción penal, la 

cual tiene por objeto; 

I.- Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las Leyes Penales. 

II.- Pedir la libertad de los acusados en la fonna y ténninos que previene la Ley. 

ID.- Pedir la reparación del daño en los ténninos especificados en el Código 

Penal. 
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De acuerdo con este preceplo veremos cómo y de qué medios se vale dicho fun· 

cionamiento para ejercitar la ación que le compete. 

La Ley Orgánica del Ministerio Público en sus artículos respectivos establece las 

reglas que se deben seguir para tal fin. 

Por su parte, la Fracción III, del apartado C, del Articulo 3o de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, establece: 

Articulo Jo.· En In atribución persecutoria de los delitos, al Ministerio Público 

corresponde: 

C) En relación a su intervención como parte del proceso: 

III.- Aportar las pruebas pertinentes y promover en el proceso las diligencias 

conduncentes al debido esclarecimiento de los hechos: a la comprobación del 

delito, de In responsabilidad de quienes hayan intervenido, de In existencia del 

daño y a la fijación del monto de su reparación. 

Una vez que el Ministerio Pllblico ejercita la acción penal, consignando los·hechos ante 

la au1oridad jurisdiccional y ésta última dicta el auto de radicación, se da inicio al 

proceso penal y se hace efectiva la relación procesal ya que, tanto el procesado corno el 

Ministerio Público, quedan sujetos, desde esle momento, a la jurisdicción de un juez 

determinado. 

Durante la etapa de instrucción. el Ministerio Público asume funciones de 

persecución, conviertiéndose así, dicho órgano estatal, en parte del proceso. 

En la instrucción el Ministerio Público va a aportar las pruebas necesarias al juz­

gador, para que la presunta responsabilidad, por la que ejercitó acción penal al haber 

comprobado los extremos que establece el Articulo 16 Constitucional, se convierte en 

una plena responsabilidnd que pennita al órgano jurisdiccional aplicar la pena que cor· 
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responda, buscando una estricta individualización de ella. En el mismo sentido, Juven­

tino Castro dice que: "El Ministerio Público es el verdadero animador del proceso en su 

fase instructora, ya que es el órgano oficial de acusación que debe pugnar por agotar las 

pruebas que comprueben la culpabilidnd o -eventualmente-, la inocencia del 

procesador".2 

b) Función Acusatoria 

Por último, una vez cerrada la instrucción, presentará sus conclusiones definitivas las 

cuales podrán ser acUStltorias o no acusatorias; en éste último caso, serán revisadas por 

el Procurador, quien oyendo el parecer de sus auxiliares, las confirma o revoca. 

El maestro Juventino V. Castro nos dice al respecto: El periodo de juicio comprende 

tres momentos a saber: et primero, que va del auto que declara cerrada la instrucción al 

auto que cita para audiencia, esta fase la podemos denominar .. de preparación del 

juicio"; el segundo, que principia con el auto que cita para audiencia ·a la audiencia 

propiamente dicha· o sea, de debate o discusión¡ y el tercero, que se desarrolla desde el 

momento en que se declara .. vista" la causa hasta In sentencia. Es durante la fose de 

preparación del juicio cuando el Ministerio Público formula sus conclusiones 

11cusatorias o inacusatorias. 

Al decir de Pitia O. Palacio, citado por Juvcntino Castro, define a las conclusiones 

como .. el acto mediante el cual las partes analizan los elementos instructorios, y 

sierviéndose de ellos fijan sus respectivas situaciones con relación al debate que va a 

plantearse". 3 

El Ministerio Público al formular sus conclusiones debe observar lo preceptuado por 

los artículos del 315 al 324, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, el cual en sus lineamientos generales señala: Una vez cerrada la instrucción se 

(2) V. CastroJuvcntino. Op. cit., p. 36. 
(3) V. CastroJuvcntino. Op. cit., p. 37. 
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podrá la causn a In vista del Ministerio Público para que dentro del ténnino de cinco 

días fonnule sus conclusiones¡ si el expediente excede de cincuenta hojas, por cada 

veinte o fracción, se numentnrá un din más¡ ni expresar sus conclusiones lo hará en una 

fonna sucinta y metódica, señalando los hechos y proponiendo las cuestiones de 

derecho que de ellos surjan, para lo cual citará las leyes, ejecutorias o doctrinas 

aplicables y terminará sus peticiones en proposiciones concretas; en las conclusiones 

que deben presentarse por escrito, se fijnnin los hechos punibles que se atribuyan ni 

acusado, solicitando In aplicación de las sanciones correspondientes, incluyendo In 

reparación del dafio y perjuicio¡ estas proposiciont"s deberán contener los eletnen.tos de 

pruebas relativos n In comprobación del cuerpo del delito y los conducentes n es· 

tnblecer In responsabilidad penal; si lns conclusiones del Ministerio Público fueren de 

no acusación o contrarias n las constancias procesales, el juez, señalando en que con· 

siste la contradicción, cuando ésta sea el motivo de la remisión, dani vista de ellns junto 

con el proceso ni Procurador General de Justicia, una vez que tenga In causa objetada 

dicho servidor público escuchará la opinión del Agenle del Ministerio Público Auxiliar 

que deba emitirlo y dentro de los quince dfas siguientes al de la fecha en que se hayo 

recibido el expediente, resolverá si son de confinnnrse o modificarse. Si transcurrido 

ese plazo no se recibe respuesta, se entenderá que éstas hnn sido confinnadns; si el 

pedimento del Procurador de Justicia fuere de no acusación, el juez, ni recibir aquel, 

sobrcserá el asunto y ordenará la inmediata libertad del procesado; ni auto de 

sobreseimiento producirá los mismos efectos de una sentencia absolutoria. 

Por lo anterior, cuando el Ministerio Püblico fonnula conclusiones acusatorias, 

precisa sus peticiones y en consecuenci3. Lleva a cabo su función de acusador. 

c) Función de Representación Social 
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Ln Institución del Ministerio Público tiene facultades amplísimas emanadas de nuestra 

Constitución, y para ello es necesario que 1a misma sociedad se percate de In repre­

sentación tan olta que tiene ante la misma sociedad, para que así en una fonna práctica 

y material pueda proporcionársele a la institución del Ministerio Público el lugar que 

merece, pud~éndolo hacer 1a misma sociedad, ya que de ella depende exigir justicia por 

medio de nuestra Constitución, y pugnar ante el gobierno que se dé al Ministeñor 

Público un mejor presupuesto económico, para salvaguardar sólidamente su desenvol­

vimiento ni ejercitar la acción penal que le corresponde constitucionalmente. 

Pues bien, In Institución del Ministerio PUblico, es emincnlemcnte social ya que ha 

evolucionado con la propia sociedad como hemos dicho en los capítulos anteriores. 

Recordamos que de representarue del tesoro público y del fisco de la corona, en que se 

origina, se ha colocado su representante absoluto de la sociedad frente al problema de 

la conservación del orden jurídico del Estado como vigilante de la seguridad social. 

IJ.- ACREDIT ACION DEL CUERPO 
Y PROBABLE RESPONSABLE 

En el inciso anterior, examinamos lo relativo a las Funciones del Ministerio Público en 

ténninos generales. En el este procederemos ni exámen de las diligencias básicas para 

la acreditación del cuerpo y probable rcsponsnble. 

Ln antigua noción del cuerpo del delito es fundamental para el derecho mexicano en 

vigor, que la recoge, inclusive, en la nonnn constitucional. Ln averiguación previa con­

duce a la comprobación del cuerpo del delito, pues sin eSte mal podría acreditarse la 

probable responsabilidad. 

Gonzñles Bustamente, comenta el concepto del Cuerpo del Delito como sigue: 
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El cw•rpo ele/ 1/e/itn en el proceclimiellto penal, esta constituido por el conjunto 

de ele111e11tos fisico:1;, 11wtt•riales c¡tu• st• cm1tie11e11 en la dejinicióu. Esta idea es 

la más precisa y completa que hemos conocido y nos permite distinguir el 

cuerpo del c/eliro, del delito mismo ... Cuerpo del delito es, en co11secuencia, 

todofencime110 en que 1'nterviene el Uidto penal, que se produce en el mundo de 

relacicín y que puede ser apreciado selL'mrialmente. 

A continuaciOn, citamos a Acero9 quien nos ilustra acerca del cuerpo del delito: 

El cuerpo dd delito es el co11j111110 de los elemenros materiales que forman 

parre de toda i11.fracció11 o si se quiere insistir en identificarlo con ella, 

aclaremos cuando menos que es el delito mismo pero considerado en su 

aspecto material de .. hecho voluntario" de acto u omisió11 previstos por la ley; 

prescindiendo de los elememos morales (intención dolosa, esc11ido del agente o 

lo que sea) que haya ocurrido en tal acto y que son parte también de la 

infracción pero sólo para co1i.~tilllir la responsabilidad, no el cuerpo del 

delira ... 

Arilla Bas, en su obra la describe: 

Diremos que en términos generales, respn11sabilidad es el deber jurldico del 

sujeto de soportar las co11sec11e11cias dt'I delito. Sin embargo, parece que el 

artlculn 19 cmt.~tituci<mal, e11tie11de por respmtsabilidad la illlervencidn del 

sujeto en la rea/ilQció11 de una co11t/11cta, priucipal o accesoria de adecuación 

típica. Obviamente, la cnncurrencia de alguna de las causas e:cc/11ye11tes 
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enumerados en el articulo 15 del propio ordenamiento, destruye la 

responsabilidad. 4 

El cuerpo es, pues, genéricamente, aquello que se requiere comprobar, ~ decir los 

elementos mp.teriales de Ja infracción. 

La comprobación del cuerpo del delito implica u~ ª«?tividad racional, consitente en 

detenninar si Ja conducta o hecho tiene cabida dentro de Ja hipótesis de Ja nonna penal 

que establece el tipo, lo cual implica un proceso valorativo de adecuación con el lipo 

penal correspondiente. 

Por cuerpo del delito debe entenderse el conjunto de elementos objetivos o externos 

que constituyan In materialidad de la figura delictiva descrita concretamente por la Ley 

Penal. 

La preparación del ejercicio de la acción penal se realiza en la averiguación previa, 

etapa procedimental en que el Ministerio Público, en ejercicio de la Facultad de Policla 

Judicial, prnclicn todas las diligencias necesarias que le permiten estar en aptitud de 

ejercitar la acción penal, debiendo inlegrar, para esos fines, el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad. 

En conclusión el cuerpo del delito debe entenderse como el conjunto de elementos 

objetivos o externos que constituyan la materialidad de la figura delictiva descrita con­

cretamente por Ja ley penal. 

PROBABLE RESPONSABLE 

Si bien es cierto que para decretar la fonnal prisión es bastante que, comprobado el 

cuerpo del delito, se estime probable la responsabilidad del acusado, y que roda scnten-

(4) El Procedimiento Penal en México. Edi1on=.." Mexicanos Unidos, 41a. edición, México, 1973. 
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cin condermrorin cxige1 en cambio. la demostración plena de esa responsabilidad, no 

por ello cabe afinnnr que parn condenar ni procesado sean siempre indispensables 

mayores elementos que los que detcnninaron el auto de fonnal prisión. 

Como en otro lugnr hemos dicho, el cuerpo del delito y la probable o presuntn 

responsabilidad del sujeto, que de esle modo resulta incriminado, consituyen nociones 

básicas. consitucionales inclusive, del procedimiento penal mexicano. 

El proceso entero se sustent:l en la acreditación de ambos elementos. 

la tt!mlencia modema de Ja doctrina 11~exicatra se pronuncia, de plano, en el 

senridn tle referir el cuerpo dt!I delito a /ns elememos plenarios del tipo. Distin­

¡:11ie11do eutre los de cardcter objetivo, los s11hjetivos y los normativos, se afirma 

que el cuerpo del delito exi.'ite cuando se halla11 debidamente integrados tales 

elemento.-., t'll los tt1r111i11os del tipo c:nrrespm1die11te. s 

En resumen. la probable responsabilidad exisre cuenda se presenten detenninndas 

pruebas, por las cuales se puede suponer In responsabilidad de un sujeto. 

151 S-:r!!io G:ircfa Ramir-:1.. Cur:w dt• Dt•rt•t·lm Prm:t•.,·a/ Ptttnl. &l. Purrú11, lera. edición, México, 
1974. (l. ~45. 



CONCLUSIONES 

•El Ministerio Público tiene como naturale2J1jurídica ser dependiente del Poder 

EjecutivoFedeml, tal y como lo consagran Iosanf.culos 21 y 75, FrJcción VI, Base 

Sta., de la Constitución. 

•El Ministerio Público tiene una íntima relación con el Derecho Penal, ya que es 

el órgano encargado de administrar justicia en nombre del Estado. 

• El Ministerio Público tiene una función compleja, ya que a él corresponde la 

primera etapa del procedimiento penal; es decir, e sel órgano encargado de recibir 

las denuncias o querellas y practicar 1Cldt1s aquellas diligencias peninentes hasta 

el total esclarecimiento de los hechos. 

•El Ministerio Público tiene como principales fundamentos para su actuación: la 

iniciación, la oficiosidad y la legalidad, con las siguientres camcterísticas; 

jcmrqufa, indivisibilidad, independencia, imprescindibilidad, responsabilidad y 

buena fe. 

Considero que el Ministerio P1íblico no es un representante social sino un represen· 

tante del Estado, ya que el concepto social es netamente sociológico y no jurídico. 

En cambio, representante del Estado nos indica una persona moral con derechos y 

obligaciones. 

El Ministerio Ptíblic.:o debe estar inti.!grado JXlrpersonas con mayor capacidad de 

técnica jurídica; una ética profesional, y deberán contar con un mayor estímulo 

económicO. todo ello con d fin de que proporcionen un mejor servicio a la 

ciudadanía. 
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